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R-DCA-01207-2021  

 

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Contratación Administrativa.  

San José, a las diez horas con once minutos del dos de noviembre del dos mil veintiuno.---------- 

RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por la empresa SEGURIDAD Y VIGILANCIA SEVIN 

LIMITADA en contra del acto de readjudicación de la LICITACIÓN PÚBLICA 2021LN-000001-

0005000001 promovida por el COLEGIO UNIVERSITARIO DE LIMÓN para la contratación de 

servicios de seguridad y vigilancia de instalaciones administrativas y operativas, acto recaído a 

favor de la empresa CONSORCIO DE INFORMACIÓN Y SEGURIDAD SOCIEDAD ANÓNIMA, 

por un monto de ¢408.511.553,14.---------------------------------------------------------------------------------- 

RESULTANDO 

I. Que el cuatro de agosto del dos mil veintiuno, la empresa Seguridad y Vigilancia SEVIN 

Limitada presentó ante la Contraloría General de la República recurso de apelación en contra del 

acto de readjudicación de la Licitación Pública 2021LN-000001-0005000001 promovida por el 

Colegio Universitario de Limón para la contratación de servicios de seguridad y vigilancia de 

instalaciones administrativas y operativas.------------------------------------------------------------------------ 

II. Que mediante auto de las catorce horas del cinco de agosto del dos mil veintiuno, esta División 

solicitó a la Administración la remisión del expediente administrativo del referido concurso. Dicha 

gestión fue atendida mediante el oficio DAF-DPB-042-2021 del seis de agosto del dos mil 

veintiuno. En ese oficio se indicó que las actuaciones realizadas por la Administración en las 

distintas etapas del procedimiento de contratación se encuentran integradas en el Sistema 

Integrado de Compras Públicas (SICOP).------------------------------------------------------------------------- 

III. Que mediante auto de las once horas del trece de agosto del dos mil veintiuno, esta División 

otorgó audiencia inicial a la Administración y al adjudicatario para que se refirieran a las 

alegaciones formuladas por el apelante y para que aportaran y ofrecieran las pruebas que 

estimara oportunas. Dicha audiencia fue atendida mediante escritos incorporados en el 

expediente de la apelación.-------------------------------------------------------------------------------------------- 

IV. Que mediante auto de las diez horas del veintisiete de setiembre del dos mil veintiuno, esta 

División otorgó audiencia especial al apelante para que se refiriera a lo manifestado por la 

Administración y por el adjudicatario en contra de su oferta al contestar la audiencia inicial. Dicha 

audiencia fue atendida mediante escrito incorporado en el expediente de la apelación.-------------- 
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V. Que mediante auto de las ocho horas del cuatro de octubre del dos mil veintiuno, esta División 

confirió audiencia especial a la Administración para que aportara información adicional. Dicha 

audiencia fue atendida mediante escrito incorporado al expediente de la apelación.------------------ 

VI. Que mediante auto de las ocho horas y diez minutos del cuatro de octubre del dos mil 

veintiuno, esta División prorrogó el plazo para resolver el recurso de apelación.----------------------- 

VII. Que mediante auto de las once horas del seis de octubre del dos mil veintiuno, esta División 

confirió audiencia especial a todas las partes para que se refirieran a lo manifestado por la 

Administración en el oficio DAF-DPB-057-2021 del cuatro de octubre del dos mil veintiuno así 

como sus anexos. Dicha audiencia fue atendida mediante escritos incorporados al expediente de 

la apelación.--------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

VIII. Con fundamento en el artículo ciento noventa del Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa, no se otorgó audiencia final de conclusiones, no se confirió por estimarse que no 

era necesario, ya que con los documentos que constan tanto en el expediente de apelación como 

en el expediente administrativo se tienen los elementos suficientes para resolver el presente 

asunto.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

IX. Que la presente resolución se emite dentro del plazo de ley, y en su trámite se han observado 

las prescripciones legales y reglamentarias correspondientes.---------------------------------------------- 

CONSIDERANDO 

I. HECHOS PROBADOS: Para la resolución del recurso se tienen por demostrados los siguientes 

hechos de interés: 1) Que la empresa Seguridad y Vigilancia SEVIN Limitada aportó junto con su 

oferta los siguientes documentos: a) constancia emitida por la Dirección General de Aviación Civil: 
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b) Constancia emitida por el Consejo de Seguridad Vial: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

c) Documento emitido por el Ministerio de Educación Pública: 
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(punto 3. Apertura de ofertas, renglón denominado “Apertura finalizada”, acceso “consultar”, 

página denominada “Resultado de la apertura”, nombre del proveedor “SEGURIDAD Y 

VIGILANCIA SEVIN LIMITADA”, del expediente de la contratación en el Sistema Integrado de 

Compras Públicas denominado SICOP). 2) Que la empresa Consorcio de Información y 

Seguridad Sociedad Anónima aportó junto con su oferta los siguientes documentos: a) constancia 

emitida por el Ministerio de Seguridad Pública: 
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b) constancia emitida por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados: 
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c) constancia emitida por el Registro Nacional: 
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d) constancia emitida por el Instituto Nacional de Aprendizaje: 
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e) constancia emitida por el Museo Nacional: 
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f) constancia emitida por el Instituto Nacional de Aprendizaje: 
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g) constancia emitida por el Consejo Nacional de Rectores:  
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h) constancia emitida por la Caja Costarricense de Seguro Social: 
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i) copia de contrato suscrito con el Instituto de Alcoholismo y Farmacodependencia: 
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(…) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

(…)  
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j) constancia emitida por el Instituto Nacional de Aprendizaje: 
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(punto 3. Apertura de ofertas, renglón denominado “Apertura finalizada”, acceso “consultar”, 

página denominada “Resultado de la apertura”, nombre del proveedor “CONSORCIO DE 

INFORMACIÓN Y SEGURIDAD Y VIGILANCIA SOCIEDAD ANONIMA”, del expediente de la 

contratación en el Sistema Integrado de Compras Públicas denominado SICOP). 3) Que la 

Administración emitió la Resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021. Entre otras cosas, 

dicha resolución indica lo siguiente: 
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(…) 
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(...) 
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(…) 
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(punto 8. Información relacionada, renglón denominado “Resolución Estudios de Ofertas y 

Adjudicación”, acceso “Consultar”, página denominada “Anexo de documentos al Expediente 

Electrónico”, archivo adjunto denominado “21RDPB002- Resolución administrativa.pdf” en el 

expediente de la contratación en el Sistema Integrado de Compras Públicas denominado SICOP).  

II. SOBRE EL FONDO: 1) Sobre lo resuelto por la CGR en la resolución R-DCA-00716-2021 

y el nuevo estudio de las ofertas realizado por la Administración: El apelante alega que él 

fue el único oferente que previamente había presentado un recurso de apelación en contra del 

acto de adjudicación por encontrarse en desacuerdo con la aplicación del sistema de evaluación 

que realizó la Administración y sobre el puntaje otorgado en el análisis de oferta. Que ese recurso 

fue resuelto por la Contraloría General de la República mediante la resolución R-DCA-00716-

2021, y en dicha resolución el órgano contralor le indicó a la Administración valorar únicamente 

la experiencia y cartas de su representada, por lo que únicamente eso era lo que la Administración 

debió realizar. Así las cosas, considera que la resolución R-DCA-00716-2021 se limitó a ordenar 
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a la Administración realizar un nuevo análisis de la experiencia de su representada en las 

constancias discutidas durante el trámite de apelación, y en ningún apartado de la resolución el 

órgano contralor ordenó a la Administración realizar un nuevo estudio de ofertas, mucho menos 

un nuevo estudio únicamente de las dos primeras ofertas. Por ello, considera que lo realizado por 

la Administración va en contra de lo resuelto por el órgano contralor y además vulnera el principio 

de seguridad jurídica, por ser una acción que se encuentra precluida. Que los procedimientos se 

tornarían interminables si se modifican y modifican y se revisan y se revisan los aspectos una y 

otra vez, lo cual no generaría seguridad a las partes sobre cuál es la valoración y criterio de la 

Administración, y además dificulta el ejercicio real del derecho de defensa por cuanto ya ni se 

tiene claridad de cuál es la posición de la Administración que debe atacarse. La Administración 

realizó un nuevo estudio sin ningún sustento para ello, modificando el criterio, sobre todo sin 

haberle solicitado ningún documento adicional a la adjudicataria, por lo que sorprende con base 

en qué información nueva cambio la valoración inicial. La Administración rechaza el argumento 

presentado por el apelante, ya que el mismo órgano contralor ha señalado que no existe la 

preclusión procesal para la Administración; porque la Administración puede y tiene el deber de 

realizar los estudios que resulten imprescindibles para corroborar que las ofertas cumplan con 

los requisitos del pliego de condiciones. Por tanto, en alineación con los vicios evidenciados por 

el órgano contralor en la resolución R-DCA-00716-2021; la Administración tiene la obligación de 

proceder con la corrección de los vicios cometidos en el primer estudio de ofertas. Explica que 

en el documento denominado “Resolución R-DPB-002-2021 SERVICIOS DE SEGURIDAD Y 

VIGILANCIA DE INSTALACIONES ADMINISTRATIVAS Y OPERATIVAS Número de 

Procedimiento 2021LN-000001-0005000001”, la Administración fundamenta las razones que 

conllevan a realizar un nuevo estudio de ofertas. Explica que tanto para el adjudicatario como 

para el apelante se procedió con el análisis de los documentos probatorios aportados a la oferta, 

más los documentos presentados por este último en su recurso de apelación, por tanto, la 

Administración procedió con el análisis y la corrección de los vicios identificados en resolución de 

la Contraloría y otros identificados por la Administración en este segundo estudio. Que el sustento 

jurídico utilizado por la Administración para proceder a un nuevo análisis de ofertas, primeramente 

está basado en los vicios realizados por la Administración en la revisión de la ofertas, y 

seguidamente que la Administración puede y tiene el deber de analizar y verificar las ofertas. Por 

su parte, la Administración no considera que la resolución del órgano contralor ha sido violentado, 

dado que la Administración ha mantenido la resolución impuesta de anular el acto de 

adjudicación; además entiende que los criterios emitidos son específicos a la documentación 
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aportada por el apelante, pues es esta la información presentada ante el recurso interpuesto, 

desconociendo que las mismas decisiones o analizadas cuestionadas fueron replicadas en las 

otras ofertas; por tanto, al haberse anulado el acto de adjudicación la Administración obtiene la 

oportunidad de corregir los errores acaecidos en la primera evaluación. El adjudicatario manifiesta 

que en apego al principio de igualdad de condiciones, la Administración realizó una nueva 

valoración de ofertas, aplicando el mismo proceso de análisis para ambos oferentes, y a raíz de 

lo descrito por este órgano contralor en la resolución R-DCA-00716-2021. Criterio de la División: 

Mediante la resolución R-DCA-00716-2021 del 29 de junio del 2021, este órgano contralor declaró 

parcialmente con lugar un recurso de apelación interpuesto por la empresa Seguridad y Vigilancia 

Sevin Limitada en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 2021LN-000001-

0005000001 promovida por el Colegio Universitario de Limón para la contratación de servicios de 

seguridad y vigilancia de instalaciones administrativas y operativas, acto recaído a favor de la 

empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima, acto el cual se anuló. Ahora 

bien, el artículo 192 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa establece los efectos 

de la resolución en los siguientes términos: “Artículo 192.-Efectos de la resolución. La 

resolución final que ponga término al recurso dará por agotada la vía administrativa. Aquella que 

declare sin lugar el recurso, tendrá como consecuencia la firmeza del acto de adjudicación./ 

Cuando la resolución declare con lugar el recurso, parcial o totalmente, la Contraloría General de 

la República anulará el acto impugnado en el tanto correspondiente y remitirá el expediente a la 

Administración para que, en caso de existir ofertas elegibles y convenientes a sus intereses, 

proceda a la adopción de un nuevo acto de adjudicación o, en su caso, a declarar desierto el 

concurso. En todo caso, la Administración deberá respetar las consideraciones y la parte 

dispositiva de la resolución. El nuevo acto deberá dictarse dentro del mes contado a partir del día 

siguiente al de la notificación de la resolución, plazo que podrá ser prorrogado por un mes 

adicional en casos debidamente justificados mediante resolución motivada.” Ahora bien, es lo 

cierto que en la resolución R-DCA-00716-2021, este órgano contralor analizó únicamente las 

constancias de experiencia del apelante que fueron impugnadas en esa oportunidad, y no se hizo 

ningún análisis de las constancias de experiencia del adjudicatario. No obstante, se tiene por 

acreditado que con posterioridad a la resolución R-DCA-00716-2021, la Administración emitió la 

Resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021 (hecho probado 3), y se observa que en 

dicha resolución la Administración realizó un nuevo estudio de las cartas de experiencia de las 

empresas Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima y Seguridad y Vigilancia 

Sevin Limitada, lo cual es reconocido por la propia Administración al manifestar lo siguiente: “A 
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raíz de la resolución, la Administración procedió con el análisis de las ofertas tanto del apelante 

como el del adjudicatario, encontrando una serie de vicios graves que ameritaron la exclusión de 

la documentación aportada para la acreditación de la experiencia en el procedimiento en marras. 

(…) El Órgano Contralor, emitió el criterio basado en los alegatos y cartas/certificaciones 

presentadas por el apelante, pero que sin duda, estos criterios evidenciaron los vicios 

cometidos por la Administración en el análisis de la experiencia, tanto del apelante como 

hacia el resto de los oferentes, errores que violentaron el proceso de igualdad y seguridad 

jurídica de todos oferentes; y como bien fue señalado por esa División, la Administración 

procedió de forma extracarletaria, e interponiendo una posición formalista hacia el análisis de 

ofertas. Con el nuevo análisis de ofertas, la Administración procede a subsanar los vicios 

cometidos en el primer estudio de ofertas.” (el destacado es del original) (ver documento 

registrado con el número de ingreso 24528-2021 en el expediente de la apelación). Al respecto, 

hemos de indicar que la decisión de la Administración de analizar nuevamente las cartas de 

experiencia aportadas por la adjudicataria y por la apelante no resulta contrario a lo dispuesto en 

el artículo 192 del RLCA mencionado anteriormente, ya que la Administración tiene la facultad de 

revisar sus propios actos preparatorios antes de emitir el acto final, sin que sobre dichos actos 

preparatorios resulte aplicable la preclusión procesal que alega el apelante, ello en aplicación de 

los principios de eficiencia y de autotutela que le permite revisar lo actuado en protección del 

interés público. Al respecto, esta División ha indicado lo siguiente: “En relación con lo discutido 

por la apelante, corresponde en primer lugar plantearse la discusión de si efectivamente está 

vedada para la Administración la verificación de experiencia no alegada durante la última 

impugnación del acto final. En ese sentido, es claro que este órgano contralor ordenó al CONAVI 

verificar una experiencia específica de dos proyectos y no realizar un nuevo estudio de ofertas. 

No obstante, si bien el CONAVI instruyó a la UNOPS lo ordenado por este órgano contralor (hecho 

probado 14), lo cierto es que la UNOPS realizó una revisión más detallada de lo que requirió el 

CONAVI, en tanto inició una verificación de la totalidad de la experiencia referenciada en la oferta. 

Estas actuaciones, fueron posteriormente validadas por el CONAVI cuando otorga nuevamente 

la no objeción a lo actuado por ese organismo internacional. Es por ello fundamental, definir si la 

Administración tenía la posibilidad de realizar un nuevo estudio de atestados de la empresa 

adjudicada, o si con ello lesionó principios como la preclusión procesal y la seguridad jurídica. Al 

respecto, se debe iniciar indicando que la Administración tiene a su cargo una serie de cometidos 

públicos para lo cual se le asignan potestades y prerrogativas, en tanto le corresponde alcanzar 

la debida satisfacción de las necesidades públicas y fines de la colectividad. De manera que, en 
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la tramitación y gestión de un procedimiento de contratación pública la Administración tiene el 

deber de seleccionar la oferta más idónea en atención al principio de eficiencia, lo que implica la 

necesidad de verificar y cerciorarse que las ofertas presentadas cumplan con los requerimientos 

del pliego de condiciones, por lo que en general no se ve restringida de realizar análisis de ofertas 

de previo al dictado del acto final, o bien, considerar como en este caso los que le haya sometido 

la entidad tramitadora del procedimiento. En ese sentido, si bien resulta obligación de la 

Administración atender lo ordenado por este órgano contralor, lo cierto es que en el caso la 

anulación del acto final le permitió considerar otra experiencia no valorada inicialmente. Esta 

posibilidad de la Administración de revisar sus propias actuaciones y enmendar errores del 

análisis de las ofertas, encuentra sustento en el principio mismo de eficiencia y en el ejercicio de 

autotutela que le permite revisar lo actuado en protección en última instancia del interés público, 

sobre todo si se considera que en el caso el acto final fue anulado por este órgano contralor. Es 

por ello, que en el caso la Administración no estaba vedada por la preclusión procesal para la 

revisión integral de la oferta adjudicada, aunque resulte altamente reprochable que esa revisión 

no se realizara en forma oportuna para evitar discusiones innecesarias del acto final. De esa 

forma, aunque el CONAVI no exigió oportunamente esta revisión, estima este órgano contralor 

que bajo los principios ya referidos es perfectamente posible que pueda realizar un nuevo estudio 

de ofertas y verificar el cumplimiento de requisitos, salvo el supuesto que en la ronda anterior se 

hubiera acordado la inelegibilidad de la adjudicataria en tanto priva la competencia derivada del 

principio de control de los procedimientos, circunstancia que no ocurrió. Así entonces, bajo esta 

tesis no le precluye la oportunidad para analizar las ofertas e incorporar otros elementos no 

considerados inicialmente en el estudio, como precisamente ocurrió en este caso cuando se tomó 

en consideración experiencia referenciada desde la oferta.” (resolución R-DCA-0696-2018). En 

razón de lo expuesto, se declara sin lugar el recurso en este aspecto. 2) Sobre la nueva 

calificación de las cartas de experiencia del apelante: 2.a) Constancia emitida por la 

Dirección General de Aviación Civil: El apelante indica que aún y cuando en prosa la 

Administración considera la constancia de Aviación Civil, la omite en la tabla del factor de 

evaluación de los puestos de 24/7, siendo que dicha carta acredita 6 puestos de 24/7. Por lo que 

no existe motivo alguno para no considerarlos para el factor de evaluación de los puestos de 24/7. 

La Administración manifiesta que la certificación aportada por el apelante ha sido considerada en 

la Tabla de Experiencia, para la evaluación de los años de experiencia del oferente en la 

prestación de los servicios; sin embargo, la contabilización de los puestos de 24/7 no pueden 

computarse, dado que no se encontraban activos durante el periodo de evaluación señalado en 
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el cartel. Explica que lo que compete al factor 2.2 “Experiencia Satisfactoria”, la cantidad de años 

acreditados en la certificación presentada han sido calificados dentro de la ponderación 

evaluativa de la oferta, para este rubro. No obstante, la contabilización de los puestos de 24/7 no 

pueden ser contabilizados, siendo que estos puestos de 24/7 se encuentran fuera del plazo 

definido en el cartel, el cual señala los últimos 5 años (2016-2021); y lo que aporta la carta de 

Aviación Civil es 1999-2011; por tanto, de ninguna forma la Administración puede admitir la 

sumatoria de estos 6 puestos que se apelan. El adjudicatario manifiesta que esta carta no se le 

puede acreditar puntaje por cuanto el servicio no se brindó dentro de los últimos 5 años (2016- 

enero 2021), como se solicitaba en el cartel y lo ha venido reiterando la Administración en este 

proceso recursivo, la carta indica que finalizó en el año 2011. Criterio de la División: en el caso 

bajo análisis se tiene por acreditado que la empresa Seguridad y Vigilancia SEVIN Limitada 

aportó junto con su oferta una constancia emitida por la Dirección General de Aviación Civil en la 

cual se indica que dicha empresa brindó los servicios de seguridad en esa institución desde el 01 

de enero de 1999 y hasta el 30 de enero del 2011 (hecho probado 1.a). Con respecto a dicha 

constancia, en la resolución R-DCA-00716-2021 se indicó lo siguiente: “Criterio de la División: 

se tiene por acreditado que la empresa Seguridad y Vigilancia SEVIN Limitada aportó junto con 

su oferta una constancia emitida por la Dirección General de Aviación Civil en la cual se indica 

que dicha empresa brindó los servicios de seguridad en esa institución desde el 01 de enero de 

1999 y hasta el 30 de enero del 2011 (hecho probado 1.d). Sin embargo, en estudio de las ofertas, 

se observa que en relación con esta constancia, la Administración no le reconoció a dicho 

oferente años ni puestos a evaluar (hecho probado 2). Ahora bien, es lo cierto que en dicho 

documento no se indicaron las razones particulares por las cuales la Administración no le 

consideró al oferente la experiencia correspondiente a esta carta, sino que es hasta el trámite del 

recurso en esta sede, que la Administración explicó los motivos por los cuales no reconoció la 

experiencia de esta carta, y en este sentido indicó lo siguiente: “Los servicios certificados se 

ofrecieron entre 01/01/1999 y 30/01/2011. Por tanto, la cantidad de puestos aquí señalados se 

encuentra fuera del rango de evaluación. (Enero 2016 – Enero 2021)” (el destacado es del 

original) (ver documento registrado con el número de ingreso 13365-2021 en el folio 35 del 

expediente de la apelación). Como puede observarse, la justificación dada por la Administración 

para no reconocer la experiencia acreditada con la carta de la Dirección General de Aviación Civil 

es que la fecha en que se prestaron los servicios se encuentra fuera del rango de evaluación. 

Posteriormente, al contestar la audiencia especial, la Administración reiteró dicha posición y en 

este sentido manifestó lo siguiente: “En contestación de la audiencia inicial (DAF-DPB-026-2021), 
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la Administración, procedió a señalar que los servicios certificados por “Aviación Civil”, se 

encuentra fuera del rango de evaluación definida en el pliego de condiciones cartelarias. Razón 

por la cual dicho documento no puede considerarse para los efectos de ponderación de 

experiencia. Recordando que el cartel del procedimiento en marras, ha señalado que se evaluará 

la experiencia comprobable a partir de la cantidad de “puestos de resguardo” con turnos 24/7 

atendidos en los últimos 5 años.” (ver documento registrado con el número de ingreso 15893-

2021 en el folio 43 del expediente de la apelación). Ante ello, el apelante manifestó lo siguiente: 

“Resulta necesario señalar que la carta de Aviación Civil debe ser considerada por cuanto, la 

misma lo que acredita es la continuidad de mi representada prestando servicios de seguridad y 

vigilancia en forma continua desde 1999 al 2011. Se insiste que la Administración erra en pensar 

que para el factor de evaluación de Experiencia debe volver a valorar los 5 años (2016-2021) 

requeridos como admisibilidad./ Se insiste que de lo contrario existiría una nulidad 

absoluta del procedimiento por vicios en el cartel de licitación al valorar como experiencia 

para sistema de evaluación la misma requerida como admisibilidad./ Incluso nótese que 

dicho razonamiento sería absurdo por cuanto entonces NINGUN oferente podría acreditar 

más de 5 años de experiencia, si solo es válido de enero 2016 a enero 2021; cuando del 

mismo análisis de las ofertas la Administración contabilizo inicialmente para mi 

representada 16 años y en el caso de la actual adjudicataria 20 años. (...) La Administración 

al contestar la audiencia especial conferida mantiene el mismo criterio errado, de 

contabilizar como experiencia de evaluación los CINCO AÑOS requeridos como 

admisibilidad, lo cual es contrario a lo dispuesto en el artículo 55 del Reglamento a la Ley 

de Contratación Administrativa.” (el destacado es del original) (ver documento registrado con el 

número de ingreso 17199-2021 en el folio 54 del expediente de la apelación). Como puede 

observarse, el motivo por el cual la Administración no consideró la experiencia de la carta emitida 

por la Dirección General de Aviación Civil es porque dicha carta acredita experiencia desde el 01 

de enero de 1999 y hasta el 30 de enero del 2011 y para la Administración solamente se puede 

evaluar experiencia en un rango de enero del 2016 a enero del 2021. Al respecto, resulta 

necesario reiterar lo indicado anteriormente, en el sentido de que para la evaluación de las 

ofertas, el cartel contempla la calificación de la “Experiencia Satisfactoria y la “Cantidad de 

Puestos Resguardo” bajo reglas diferentes: para la evaluación del factor denominado “2.2 

Experiencia Satisfactoria”, el cartel indicó lo siguiente: “Para efectos de contabilización de los 

años, se tomarán desde la fecha de iniciación del servicio certificado hasta 30 Enero 2021” y para 

la evaluación del factor denominado “2. 3 Cantidad de Puestos de Resguardo”, el cartel indicó lo 
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siguiente: “Se evaluará la experiencia comprobable a partir de la cantidad de “puestos de 

resguardo” con turnos 24/7 atendidos en los últimos 5 años;...” (ver documento en el punto 2. 

Información de Cartel, acceso denominado “2021LN-000001-0005000001 [Versión Actual], 

página denominada “Detalles del concurso”, renglón denominado “F. Documento del cartel”, en 

el expediente del concurso en el Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP). En razón de 

todo lo expuesto, es criterio de esta División que la Administración debe hacer un nuevo análisis 

de la experiencia del apelante que fue acreditada mediante la carta aportada, análisis que deberá 

hacerse de conformidad con las reglas del cartel. En razón de todo lo expuesto, se declara 

parcialmente con lugar el recurso en este aspecto.” Ahora bien, se tiene por acreditado que con 

posterioridad a la resolución R-DCA-00716-2021 del 29 de junio del 2021, la Administración emitió 

la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021 (hecho probado 3), sin embargo se 

observa que en la tabla titulada “Desglose a Acreditación Puestos 24/7 (Vigentes entre Enero 

2016 – Enero 2021)/ SEGURIDAD Y VIGILANCIA SEVIN LIMITADA” y que reconoce los puestos 

a evaluar de la empresa apelante, la Administración no incluyó la constancia emitida por la 

Dirección General de Aviación Civil (hecho probado 3). Ante ello, el apelante alega que dicha 

constancia acredita 6 puestos de 24/7 y que no existe motivo alguno para no considerarlos en el 

factor de evaluación de los puestos 24/7. Por su parte, la Administración explica que dichos 

puestos no fueron reconocidos en el factor de experiencia denominado “Cantidad de puestos de 

resguardo” ya que esos puestos se encuentran fuera del plazo definido en el cartel, el cual señala 

los últimos 5 años, sea los años 2016 al 2021, mientras que la carta de la Dirección General de 

Aviación Civil es de 1999 al 2011. En este sentido, la Administración manifiesta lo siguiente: “No 

obstante, la contabilización de los puestos de 24/7 no pueden ser contabilizados, siendo que 

estos puestos de 24/7, se encuentra fuera del plazo definido en el cartel; el cual señala los 

últimos 5 años (2016-2021); y lo que aporta la carta de Aviación Civil es 1999-2011; por tanto, 

de ninguna forma la Administración puede admitir la sumatoria de estos 6 puestos que se apelan.” 

(El destacado es del original) (ver documento registrado con el número de ingreso 24528-2021 

en el expediente de la apelación). Ante ello, resulta oportuno revisar la forma en que se evaluaría 

la cantidad de puestos de resguardo, según el cartel del concurso; en este sentido el cartel indicó 

lo siguiente: “2. FACTOR EXPERIENCIA (30%): (...)/ 2.3 Cantidad de Puestos Resguardo 

(10%): Se evaluará la experiencia comprobable a partir de la cantidad de “puestos de resguardo” 

con turnos 24/7 atendidos en los últimos 5 años; esto permitirá dimensionar la experiencia del 

oferente en la prestación de los servicios similares al objeto contractual, a partir de las 

cartas/certificaciones de servicios emitidas por instituciones públicas y privadas (solicitadas en el 
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punto 3, del Requisito de Admisibilidad). Se calificarán únicamente las ofertas que hayan prestado 

servicios de vigilancia y seguridad en instalaciones públicas y privadas con características 

administrativas y operativas al objeto contractual de este procedimiento. Al oferente con 

mayor cantidad de puesto de resguardo se le asignará 10%. Las ofertas serán calificadas con 

la siguiente ecuación.  

 

 

 

Las referencias aportadas deberán contemplar lo siguiente:/ Nombre de la empresa o institución, 

número de teléfono, dirección exacta y nombre de la persona a quién se le pueda solicitar 

información, con respecto a la calidad del servicio y grado de satisfacción de la vigilancia recibida./ 

Las referencias deben ser de empresas o instituciones a quienes se les haya brindado este 

servicio en los últimos cinco años. El Colegio Universitario de Limón, se reserva el derecho de 

verificar cada referencia./ Dichas cartas deberán de presentarse con FIRMA DIGITAL, en caso 

de presentarse copia de cartas con firma estampada de puño y letra en físico este deberán SER 

CERTIFICADAS POR NOTARIO PÚBLICO./  La Administración acreditará experiencia 

comprobada en la prestación de servicios afines a las especificaciones técnicas del 

presente procedimiento, se considerarán proyectos similares, aquellos proyectos de área 

de aplicación/especialización o costo igual o superior al objeto contractual.” (Los 

destacados son del original) (ver documento en el punto 2. Información de Cartel, acceso 

denominado “2021LN-000001-0005000001 [Versión Actual], página denominada “Detalles del 

concurso”, renglón denominado “F. Documento del cartel”, en el expediente del concurso en el 

Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP). Como puede observarse, el cartel fue claro en 

indicar que la  cantidad de puestos de resguardo se evaluaría a partir de la cantidad de “puestos 

de resguardo” con turnos 24/7 atendidos en los últimos 5 años, mientras que la constancia de 

experiencia emitida por la Dirección General de Aviación Civil indica que los servicios se brindaron 

del 01 de enero de 1999 y hasta el 30 de enero del 2011 (hecho probado 1.a), plazo que no 

corresponde a los últimos 5 años requeridos en el cartel, tal y como lo señala la Administración. 

Por lo tanto, se declara sin lugar el recurso en este aspecto.  2.b) Constancia emitida por el 

Consejo de Seguridad Vial: El apelante alega que la Administración omitió incorporar en la 

calificación la Licitación Pública 2014LN-000001-0058700001, la cual también valida en prosa y 

que tiene 8 puestos. La Administración manifiesta que al igual con la carta de Aviación Civil, no 

se puede realizar la contabilización de los puestos de 24/7, siendo que esto se encuentra fuera 
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del periodo de evaluación, sea del 2016 al 2021. El adjudicatario manifiesta que no existe 

referencia alguna de la presentación de esta carta en la oferta, por lo que no hay razón para 

admitir una nueva certificación de la cual no hay precedente alguno. Criterio de la División: En 

el caso bajo análisis se tiene por acreditado que la empresa Seguridad y Vigilancia SEVIN 

Limitada aportó junto con su oferta una constancia emitida por el Consejo de Seguridad Vial 

(hecho probado 1.b). Con respecto a dicha constancia, en la resolución R-DCA-00716-2021 se 

indicó lo siguiente: “Criterio de la División: se tiene por acreditado que la empresa Seguridad y 

Vigilancia SEVIN Limitada aportó junto con su oferta una constancia emitidas por COSEVI, de 

fecha 08 de junio del 2020, en la cual se indica que a la empresa SEVIN Limitada se le adjudicó 

la licitación pública 2019LN-000001-0058700001 la cual está en vigencia (hecho probado 1.f); sin 

embargo, en estudio de las ofertas, se observa que la Administración no le reconoció a dicho 

oferente la experiencia referente a dicha licitación 2019LN-000001-0058700001 (hecho probado 

2). Ante ello, el apelante indica lo siguiente: “Al igual que en los otros casos, la Administración no 

indica las razones por las cuales no consideró la contratación producto de la Licitación No. 

2019LN-000001-0058700001, servicios de seguridad y vigilancia prestados por mi representada 

al COSEVI, que se incluye dentro de la misma carta y cumplen con las características similares 

a la contratación de marras y dio inicio el 1 de enero del 2020, por lo que, a enero del 2021, se 

cumple el año mínimo requerido para poder ser tomado en consideración.” (ver documento 

registrado con el número de ingreso 11067-2021 en el folio 1 del expediente administrativo). 

Ahora bien, es lo cierto que en el estudio de ofertas no se indicaron las razones particulares por 

las cuales la Administración no le consideró al oferente la experiencia correspondiente a esa 

licitación, sino que es hasta el trámite del recurso en esta sede, que la Administración explicó los 

motivos por los cuales no reconoció la experiencia de esta carta, y en este sentido indicó lo 

siguiente: “La carta no es considerada dentro del proceso de la evaluación, dado que no cumple 

con las características solicitadas en los requisitos de admisibilidad. La exclusión de esta 

certificación no limita la participación de SEVIN en el concurso, por tanto, no se consideró 

necesario realizar la subsanación de la certificación; que a su vez, debería replicarse por igual a 

todos los oferentes de manera que no cause una ventaja ante el resto de los oferentes.” (ver 

documento registrado con el número de ingreso 13365-2021 en el folio 35 del expediente de la 

apelación). Como puede observarse, la justificación dada por la Administración para no reconocer 

la experiencia correspondiente a carta mencionada es que la certificación no cumplía con las 

características solicitadas en el cartel, sin embargo, es lo cierto que el apelante aportó junto con 

su recurso copia del contrato y adendas relacionados con la licitación pública 2019LN-000001-
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0058700001 (ver documentos registrados con el número de ingreso “11162-2021 Adjunto” en los 

folios 7 al 11 del expediente de la apelación). (…) En razón de todo lo expuesto, es criterio de 

esta División que la Administración debe hacer un nuevo análisis de la experiencia del apelante 

que fue acreditada mediante la carta mencionada, para lo cual deberá tomar en consideración la 

documentación adicional aportada junto con su recurso, análisis que deberá hacerse de 

conformidad con las reglas del cartel. En razón de todo lo expuesto, se declara parcialmente con 

lugar el recurso en este aspecto.” (Los destacados son del original). Ahora bien, se tiene por 

acreditado que con posterioridad a la resolución R-DCA-00716-2021 del 29 de junio del 2021, la 

Administración emitió la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021 (hecho probado 3), 

sin embargo se observa que en la tabla titulada “Desglose a Acreditación Puestos 24/7 (Vigentes 

entre Enero 2016 – Enero 2021)/ SEGURIDAD Y VIGILANCIA SEVIN LIMITADA”, y que reconoce 

los puestos a evaluar de la empresa apelante, no se incluyó la licitación pública 2014LN-000001-

0058700001 mencionada en la constancia del COSEVI (hecho probado 3). Ante ello, el apelante 

alega que la Administración omite incorporar la licitación pública 2014LN-000001-

0058700001que valida en prosa y que tiene 8 puestos. Por su parte, la Administración explica 

que dichos puestos no se pueden contabilizar, ya que se encuentran fuera del periodo de 

evaluación, y en este sentido manifiesta lo siguiente: “2. Constancia de COSEVI: Idem a la carta 

de Aviación Civil, no se puede realizar la contabilización de los puestos de 24/7, siendo que esto 

se encuentra fuera del periodo de evaluación (2016-2021).”  (Ver documento registrado con el 

número de ingreso 24528-2021 en el expediente de la apelación). Ahora bien, una vez recibida 

la respuesta de la Administración, esta División le otorgó audiencia especial al apelante para que 

se refiriera a lo manifestado por la Administración y por el adjudicatario en contra de su oferta al 

momento de contestar la audiencia inicial, ante lo cual el apelante manifestó lo siguiente: “2. 

Constancia de COSEVI: se remite a lo indicado en el recurso” (ver documento registrado con el 

número de ingreso 28708-2021 en el expediente de la apelación). Como puede observarse, esta 

División le otorgó una audiencia especial al apelante la cual era el momento procesal oportuno 

para que rebatiera lo indicado por la Administración, sin embargo en la respuesta a dicha 

audiencia el apelante no expuso argumentos mediante los cuales desacreditara lo dicho por la 

Administración, o bien  llevara a este órgano contralor al convencimiento de que el motivo utilizado 

por la Administración para no reconocerle los puestos de resguardo solicitados era erróneo. Ello 

resultaba de especial importancia, ya que al apelante le asiste la carga de la prueba, lo cual se 

encuentra regulado en el artículo 185 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, 

que dice lo siguiente: “El apelante deberá aportar la prueba en que se apoyen sus 
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argumentaciones, y cuando discrepe de los estudios que sirven de motivo para adoptar la 

decisión, deberá rebatir en forma razonada tales estudios, ….” En razón de lo expuesto, se 

declara sin lugar por falta de fundamentación el recurso en este aspecto. 2.c) Constancia 

emitida por el Ministerio de Educación Pública: El apelante indica que para la contratación 

directa 2018CD-0043-0007300001 la Administración le reconoció 3 puestos de 24/7, no obstante 

dicha contratación acredita 6 puesto de 24/7, sin que explique en su nuevo criterio por qué estima 

solo 3 puestos. La Administración manifiesta que la contabilización de los puestos de 24/7 se 

realizó de acuerdo a la carta/certificación emitida por la institución; quién ha señalado contar con 

3 puestos de 24 horas de lunes a domingo. Que es el apelante quién hace reacomodo de puestos 

para señalar que existe 6 puestos de 24/7, sin embargo, en su recurso no ha aportado 

documentación que rectifique la certificación presentada en oferta. El adjudicatario manifiesta que 

el apelante no logra acreditar que los servicios brindados corresponden a puestos de seguridad 

de 24 horas, ya que la carta menciona que se brinda el servicio en el siguiente horario “lunes a 

domingo de 6:00 am a 6:00pm, lunes a domingo de 6:00pm a 6:00 pm”, sin especificar que está 

ante un servicio que se brinda en el mismo puesto y/o área de resguardo que sería lo necesario 

para considerarlo como un puesto de 24 horas, como si lo especifica la misma carta cuando 

señala “puesto de seguridad los días lunes a domingo de 24 horas en el edificio Antigua Embajada 

Americana”. Por lo tanto, lleva razón la Administración en no contabilizar los puestos de dicha 

carta. Criterio de la División: En el caso bajo análisis, se tiene por acreditado que la empresa 

Seguridad y Vigilancia SEVIN Limitada aportó junto con su oferta una constancia emitida por el 

Ministerio de Educación Pública (hecho probado 1.c). Con respecto a dicha constancia, en la 

resolución R-DCA-00716-2021 se indicó lo siguiente: “Criterio de la División: se tiene por 

acreditado que la empresa Seguridad y Vigilancia SEVIN Limitada aportó junto con su oferta una 

constancia emitida por el Ministerio de Educación Pública en la cual se indica que dicha empresa 

brinda los servicios de seguridad y vigilancia en varias instalaciones del Ministerio, producto de 

la Contratación Directa 2018CD-000043-0007300001 (hecho probado 1.b). Sin embargo, en 

estudio de las ofertas, se observa que en relación con esta constancia, la Administración no le 

reconoció a dicho oferente dicha experiencia (hecho probado 2). Ahora bien, es lo cierto que en 

dicho documento no se indicaron las razones particulares por las cuales la Administración no le 

consideró al oferente la experiencia correspondiente a esta carta, sino que es hasta el trámite del 

recurso en esta sede, que la Administración explicó los motivos por los cuales no reconoció la 

experiencia de esta carta, y en este sentido indicó lo siguiente: “Los puestos señalados en esta 

“carta” no fueron contabilizados en la evaluación, dado que se presentó incompletez en el 

http://www.cgr.go.cr/


40 
 

Contraloría General de la República 

T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgrcr.go.cr 

 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 

 

 

contenido de la certificación. En la tabla de revisión de experiencia, se ingresan dos puestos de 

24/7, que claramente se encuentran señalados en el documento. Sobre el manifiesto que hace 

SEVIN sobre los puestos que van de las 6am a las 6am de Lunes a Domingo, no es evidencia 

que estos puestos sean de 27/7 (sic); por ejemplo, en el Edificio Antigua Embajada Americana, 

la nota señala 3 puestos de seguridad de lunes a viernes de 6:00am a 6:00pm; y si observamos 

en los 3 puestos restantes solo se encuentra un puesto de 24 horas. Lo que se trata de evidenciar 

es que los puestos que señala SEVIN en el Edificio Bodega La Uruca, no es garantía para la 

Administración para considerarlo puestos de 24/7; señalar (2 puestos de seguridad de lunes a 

domingo de 6:00 am a 6:00pm, 2 puestos de seguridad de lunes a domingo de 6:00 pm a 6:00am, 

2 puestos de seguridad de lunes a viernes de 6:00 am a 4:00pm); a diferencia del edificio Antigua 

Embajada Americana que señala explícitamente que es un puesto de 24/7; estos son 

considerados como 8 puestos con jornadas de resguardo diferenciados. Como último aporte, la 

definición de los puestos de 24/7 no se realiza por acumulación de horario. ” (ver documento 

registrado con el número de ingreso 13365-2021 en el folio 35 del expediente de la apelación). 

Como puede observarse, la justificación dada por la Administración para no reconocer la 

experiencia acreditada con la carta del MEP es que dicho documento presentó incompletez de la 

información requerida, sin embargo, es lo cierto que el apelante aportó junto con su recurso copia 

del contrato No. 0432018000300077-00 ente el MEP y la empresa Seguridad y Vigilancia Sevin 

Limitada con el fin de acreditar la información faltante en la carta (ver documento registrado con 

el número de ingreso “11103-2021 Adjunto” en el folio 4 del expediente de la apelación). (…) Así 

las cosas y de conformidad con el criterio expuesto en la citada resolución, es criterio de esta 

División que no es aceptable el motivo utilizado por la Administración para no valorar la 

documentación aportada por el apelante con su recurso como mecanismo para subsanar la 

información faltante en su oferta, ya que la Administración se limitó a señalar un vicio de forma 

pero no de fondo, lo cual contraviene los principios de eficacia y eficiencia mencionados 

anteriormente. (…) En razón de todo lo expuesto, es criterio de esta División que la Administración 

debe hacer un nuevo análisis de la experiencia del apelante que fue acreditada mediante la carta 

emitida por el MEP para lo cual deberá tomar en consideración la documentación adicional 

aportada junto con su recurso, análisis que deberá hacerse de conformidad con las reglas del 

cartel.” Ahora bien, se tiene por acreditado que con posterioridad a la resolución R-DCA-00716-

2021 del 29 de junio del 2021, la Administración emitió la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de 

julio del 2021 (hecho probado 3), sin embargo se observa que en la tabla titulada “Desglose a 

Acreditación Puestos 24/7 (Vigentes entre Enero 2016 – Enero 2021)/ SEGURIDAD Y 
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VIGILANCIA SEVIN LIMITADA”, y que reconoce los puestos a evaluar de la empresa apelante, 

la Administración incluyó la contratación 2018CD-000043-0007300001 pero solamente reconoció 

3 puestos (hecho probado 3). Ante ello, el apelante alega que dicha contratación acredita 6 

puestos de 24/7, desglosados de la siguiente manera: 1 puesto en el Edificio Antigua Embajada 

Americana, 2 puestos del Edificio Bodegas La Uruca, 1 puesto del Edificio Bodegas Uruca 

(Monitoreo) y 2 puestos en el Edificio de Junta de Educación. La Administración, por su parte, 

explica que la carta aportada únicamente acredita 3 puestos de 24 horas de lunes a domingo, y 

en este sentido manifiesta lo siguiente: “3. Constancia de MEP: La contabilización de los puestos 

de 24/7, se realizó de acuerdo a la carta/certificación emitida por la institución; quién ha señalado 

contar con 3 puestos de 24 horas de lunes a domingo, como puede observarse. Es el apelante 

quién hace reacomodo de puestos para señalar que existe 6 puestos de 24/7, sin embargo, en 

su recurso no ha aportado documentación emitida por la Institución que rectifique la certificación 

presentada en oferta.” (ver documento registrado con el número de ingreso 24528-2021 en el 

expediente de la apelación). Además, la Administración aportó un cuadro en el cual evidencia 

que los puestos 24/7 que le reconoció al apelante fueron los siguientes: 1 puesto en el Edificio 

Antigua Embajada Americana y 2 puestos en el Edificio de Junta de Educación. De esta manera, 

se tiene que la  Administración no le reconoció al apelante los 2 puestos del Edificio Bodegas La 

Uruca y 1 puesto del Edificio Bodegas Uruca (Monitoreo) que solicita el apelante, ya que -a su 

criterio- dichos puestos no son 24/7, sino que el apelante hace un reacomodo de los puestos para 

señalar que son 24/7. Ahora bien, una vez recibida la respuesta de la Administración, esta 

División le otorgó audiencia especial al apelante para que se refiriera a lo manifestado por la 

Administración y por el adjudicatario en contra de su oferta al momento de contestar la audiencia 

inicial, ante lo cual el apelante manifestó lo siguiente: “3. Constancia del MEP: Ante lo indicado 

por la Administración al contestar la audiencia inicial resulta relevante señalar que la carta es 

clara no hay que rectificar la información, es claro que si el horario es de 6 am a 6pm y de 6 pm 

a 6 am son puestos de 24 horas del día. Se hace de forma independiente porque no son la misma 

cantidad de puestos. Se vuelve a transcribir el cuadro que permite claramente evidenciar lo 

anterior: ….” (ver documento registrado con el número de ingreso 28708-2021 en el expediente 

de la apelación). Como puede observarse, el apelante insiste en que los 2 puestos del Edificio 

Bodegas La Uruca y 1 puesto en el Edificio de Junta de Educación son puestos de 24/7, y para 

ello explica que si el horario es de 6 am a 6 pm y de 6 pm a 6 am se debe concluir que son 

puestos de 24 horas. Ante los argumentos expuestos por las partes, se tiene que la discusión 

radica en determinar si los 2 puestos de seguridad de lunes a domingo de 6:00 am a 6:00 pm y 
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los 2 puestos de seguridad de lunes a domingo de 6:00 pm a 6:00 am indicados en el Edificio 

Bodegas La Uruca se pueden contabilizar o no como 2 puestos de seguridad 24/7, y si el puesto 

de seguridad de lunes a domingo de 6:00 am a 6:00 pm y el puesto de seguridad de lunes a 

domingo de 6:00 pm a 6:00 am indicados en el Edificio Bodegas Uruca (Monitoreo) se pueden 

contabilizar o no como 1 puesto de seguridad 24/7. Al respecto, debe tenerse presente que la 

cláusula del cartel que otorga calificación a los puestos de resguardo establece lo siguiente: “2. 

FACTOR EXPERIENCIA (30%): (...)/ 2.3 Cantidad de Puestos Resguardo (10%): Se evaluará 

la experiencia comprobable a partir de la cantidad de “puestos de resguardo” con turnos 24/7 

atendidos en los últimos 5 años; esto permitirá dimensionar la experiencia del oferente en la 

prestación de los servicios similares al objeto contractual, a partir de las cartas/certificaciones de 

servicios emitidas por instituciones públicas y privadas (solicitadas en el punto 3, del Requisito 

de Admisibilidad). Se calificarán únicamente las ofertas que hayan prestado servicios de 

vigilancia y seguridad en instalaciones públicas y privadas con características administrativas 

y operativas al objeto contractual de este procedimiento. Al oferente con mayor cantidad 

de puesto de resguardo se le asignará 10%. Las ofertas serán calificadas con la siguiente 

ecuación.  

 

 

 

Las referencias aportadas deberán contemplar lo siguiente:/ Nombre de la empresa o institución, 

número de teléfono, dirección exacta y nombre de la persona a quién se le pueda solicitar 

información, con respecto a la calidad del servicio y grado de satisfacción de la vigilancia recibida./ 

Las referencias deben ser de empresas o instituciones a quienes se les haya brindado este 

servicio en los últimos cinco años. El Colegio Universitario de Limón, se reserva el derecho de 

verificar cada referencia./ Dichas cartas deberán de presentarse con FIRMA DIGITAL, en caso 

de presentarse copia de cartas con firma estampada de puño y letra en físico este deberán SER 

CERTIFICADAS POR NOTARIO PÚBLICO./  La Administración acreditará experiencia 

comprobada en la prestación de servicios afines a las especificaciones técnicas del 

presente procedimiento, se considerarán proyectos similares, aquellos proyectos de área 

de aplicación/especialización o costo igual o superior al objeto contractual.” (Los 

destacados son del original) (Ver documento en el punto 2. Información de Cartel, acceso 

denominado “2021LN-000001-0005000001 [Versión Actual], página denominada “Detalles del 

concurso”, renglón denominado “F.Documento del cartel”, en el expediente en el Sistema 
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Integrado de Compras Públicas SICOP). Como puede observarse, la cláusula del cartel establece 

que evaluará la experiencia comprobable a partir de la cantidad de “puestos de resguardo” con 

turnos 24/7, por lo cual era responsabilidad de los oferentes acreditar que los puestos fueran con 

turnos de 24 horas 7 días a la semana. Sin embargo, en el caso bajo análisis el apelante pide 

que se sumen 3 puestos de seguridad con horarios de 12 horas (sea de 6:00 am a 6:00 pm) con 

3 puestos de seguridad con horarios de 12 horas (sea de 6:00 pm a 6:00 am) para así tener como 

resultado 3 puestos de 24 horas, sin embargo ello solamente sería factible si de la información 

aportada se pudiera concluir sin duda alguna que los puestos de seguridad brindados de 6:00 am 

a 6:00 pm corresponden a los mismos puestos de seguridad brindados de 6:00pm a 6:00 am, lo 

cual no se acreditó. Se observa que el apelante alega que los puestos del Edificio Bodegas La 

Uruca “Corresponde (sic) a 2 puestos 24/7 ya que el servicio se da 24 horas de lunes a domingo 

en una misma instalación” y que el puesto del Edificio Bodegas Uruca (Monitoreo) “Corresponde 

a 1 puesto 24/7, ya que el servicio se brinda de lunes a domingo 24 horas en una misma 

instalación” (ver documento registrado con el número de ingreso 21789-2021 en el expediente de 

la apelación), sin embargo dichos argumentos no son de recibo, ya que no bastaba con demostrar 

que los puestos de 12 horas se brindaron en una misma instalación, sino que para aceptar la 

sumatoria de los puestos mencionados, el oferente debió acreditar que los puestos de seguridad 

de 6:00 am a 6:00 pm eran los mismos que los puestos de seguridad de 6:00 pm a 6:00 am, lo 

cual no hizo. El apelante también alega que “….es claro que si el horario es de 6 am a 6pm y de 

6 pm a 6 am son puestos de 24 horas del día.” (ver documento registrado con el número de 

ingreso  28708-2021 en el expediente de la apelación), sin embargo dicho argumento no es de 

recibo ya que -repetimos- el apelante no demostró que se traten de los mismos puestos de 

resguardo, la carta aportada solamente acredita que los puestos se brindaron en el mismo 

edificio, pero no acredita que se traten de los mismos puestos de resguardo, condición necesaria 

para poder hacer la acumulación de puestos que solicita el apelante. Por lo tanto, se declara sin 

lugar por falta de fundamentación el recurso en este aspecto. 3) Con respecto a la evaluación 

de las cartas de experiencia del adjudicatario: 3.a) Sobre el puntaje asignado en el rubro 

de experiencia satisfactoria: El apelante alega que la Administración le está considerando al 

adjudicatario experiencia previa a la inscripción ante el Ministerio de Seguridad Pública, lo cual 

resulta incorrecto y contrario a lo dispuesto en la Ley N°8395, por cuanto la experiencia 

satisfactoria y positiva solo puede ser aquella obtenida con posterioridad a la inscripción ante el 

Ministerio, siendo este el título habilitante para ejercer el servicio de seguridad y vigilancia. Lo 

anterior, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de la la Ley N°8395, Ley de Regulación 
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de los Servicios de Seguridad Privados. Que el Consorcio de Información y Seguridad se inscribió 

en fecha 6 de diciembre de 1995 ante el Ministerio de Seguridad Pública, por lo que tiene 25 años 

de estar habilitado para la prestación de servicios de seguridad y vigilancia, por lo que no es 

posible considerar experiencia realizada en fechas previas al 6 de diciembre del 1995. En vista 

de lo anterior, considera que la Administración comete una ilegalidad al valorar experiencia 

satisfactoria desde 1990. La Administración rechaza el argumento, primero porque la experiencia 

es un hecho histórico inmodificable y segundo, porque la Ley Nº 8395 a la cual hace mención el 

apelante entró en vigencia a partir del 30/01/2003, y la entrada en vigencia de la ley no inválida 

los servicios prestados previo a ella; por tanto, el haber contabilizado la experiencia de la empresa 

adjudicataria desde 1990, no es ilegal como quiere señalar el recurrente, dado que en ese 

momento la normativa no se encontraba en vigencia. Por ello, la empresa en 1990 no tenía que 

estar debidamente inscrita ante el Ministerio de Seguridad Pública, como a partir de la vigencia 

de la ley. El adjudicatario manifiesta que no existe apartado en dicha ley que estipule que la 

experiencia considerada de las empresas de seguridad debe ser la obtenida después de la 

inscripción ante el Ministerio, por lo tanto, no fundamenta el apelante lo descrito, y es que 

claramente la ley no lo estipula porque es de conocimiento, que esta información 

lamentablemente no se digitalizaba, por lo que un registro de experiencia tan antiguo no es 

posible obtenerlo, la experiencia obtenida únicamente puede ser acreditada con la certificación 

del cliente que recibió el servicio como tal, razón por la cual la Administración acertadamente lo 

solicitó de esta manera en el cartel. Que la Ley N°8395  se promulgó en el año 2003, y para ese 

año su representada al igual que el apelante ya contaban con varios años de experiencia en la 

actividad de la seguridad, pero antes de esta fecha no existía una regulación como tal que pueda 

certificar la experiencia, por lo tanto con este argumento equivocado que indica el apelante, 

prácticamente todas las empresas tendrían como acreditada la experiencia únicamente a partir 

del 2003 que fue cuando entró en vigencia dicha Ley, lo cual es absolutamente incorrecto. Que 

de acuerdo al artículo 56 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, no se exige de 

ninguna manera lo que apelante interpreta que debe tomarse como experiencia.  Que en vista 

que el pliego cartelario no estipuló este tipo de interpretación de la experiencia que pretende el 

apelante, en el sentido que la experiencia debía tener relación con la certificación del Ministerio 

de Seguridad, no hay razón para que ahora el apelante venga a imponer requisitos cartelarios 

que no fueron estipulados en el mismo o a tratar de imponer su interpretación del mismo. Que no 

hay razón para no validar su experiencia de la carta del Registro Nacional que data los servicios 

desde 1990, siendo que dicha certificación cumple con todos los requisitos solicitados en el cartel 
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necesarios para la asignación en la evaluación. Criterio de la División: Con respecto a la forma 

en que se evaluaría la experiencia satisfactoria, el cartel del concurso indicó lo siguiente: “2. 

FACTOR EXPERIENCIA (30%): (…)/ 2.2 Experiencia Satisfactoria (10%): Se evaluará la 

experiencia comprobable en servicios similares al objeto contractual, a partir de las 

cartas/certificaciones de servicios emitidas por instituciones públicas y privadas (solicitadas en el 

punto 3, del Requisito de Admisibilidad). Se calificarán únicamente las ofertas que hayan prestado 

servicios de vigilancia y seguridad en instalaciones públicas y privadas con características 

administrativas y operativas al objeto contractual de este procedimiento. Al oferente con 

mayor número de años de experiencia se le asignará 10%. Las ofertas serán calificadas con 

la siguiente ecuación.  

 
 

 

 

Las referencias aportadas deberán contemplar lo siguiente:/ Cantidad de puestos contratados, 

monto de contratación, periodo de vigencia de los servicios contratados, grado de satisfacción 

obtenido, descripción del servicio brindado, nombre de la empresa o institución, número de 

teléfono, dirección exacta y nombre de la persona a quién se le pueda solicitar información, con 

respecto a la calidad del servicio y grado de satisfacción de la vigilancia recibida./ Para efectos 

de contabilización de los años, se tomarán desde la fecha de iniciación del servicio certificado 

hasta 30 Enero 2021. El Colegio Universitario de Limón, se reserva el derecho de verificar cada 

referencia./ Dichas cartas deberán de presentarse con FIRMA DIGITAL, en caso de presentarse 

copia de cartas con firma estampada de puño y letra en físico este deberán SER CERTIFICADAS 

POR NOTARIO PÚBLICO.” (los destacados son del original) (ver documento en el punto 2. 

Información de Cartel, acceso denominado “2021LN-000001-0005000001 [Versión Actual], 

página denominada “Detalles del concurso”, renglón denominado “F. Documento del cartel”, en 

el expediente del concurso en el Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP).  Ahora bien, 

en el caso bajo análisis se tiene por acreditado que la empresa Consorcio de Información y 

Seguridad Sociedad Anónima aportó junto con su oferta una constancia emitida por el Registro 

Nacional en la cual se indica que dicha empresa brindó los servicios de seguridad y vigilancia en 

esa Institución durante el periodo comprendido desde el año 1990 hasta el 04 de abril del 2013 

(hecho probado 2.c). También se tiene por acreditado que en la resolución R-DPB-002-2021 del 

19 de julio del 2021, la Administración le reconoció a la empresa 30 años de experiencia 
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satisfactoria, contabilizando desde 1990 al 2020 (hecho probado 3). Ante ello, el apelante alega 

que la Administración le está considerando al adjudicatario experiencia previa a la inscripción 

ante el Ministerio de Seguridad Pública, lo cual resulta incorrecto y contrario a lo dispuesto en la 

Ley N°8395, por cuanto la experiencia satisfactoria y positiva solo puede ser aquella obtenida con 

posterioridad a la inscripción ante el Ministerio, siendo este el título habilitante para ejercer el 

servicio de seguridad y vigilancia; mientras que la Administración sostiene que la experiencia es 

un hecho histórico inmodificable y que la entrada en vigencia de la Ley 8395 no invalida los 

servicios prestados previo a ella. Al respecto, hemos de indicar que esta División es del criterio 

de que la experiencia en servicios de seguridad y vigilancia solamente puede ser reconocida a 

partir de la inscripción del oferente ante el Ministerio de Seguridad Pública, ya que es con la 

inscripción que se tiene certeza de que la empresa cumple con los requisitos establecidos para 

ejercer la actividad, concretamente en la resolución R-DCA-0524-2017 del 13 de julio del 2017 

se indicó lo siguiente: “Ahora bien, sin dejar de lado tal fecha en que se dio la inscripción de tal 

adjudicataria, debe considerarse la normativa que regula lo concerniente al tema de la inscripción 

a fin de considerar los efectos que genera la inscripción de frente a las reglas específicas del 

concurso planteadas en el cartel como ya fueron expuestas. La Ley No. 8395, Ley de Regulación 

de los Servicios de Vigilancia - normativa que de conformidad con la letra del cartel, resulta 

aplicable al concurso según fue señalado líneas arriba- estipula en el artículo 25 que: “Estarán 

autorizados a brindar seguridad física: /a) Las empresas de seguridad privada (…)”. Respecto a 

dicha autorización, el artículo 6 dispone que: “Los servicios de seguridad privados que presten 

las personas físicas o jurídicas para proteger la vida y los bienes de otras, solo podrán 

suministrarse previa autorización de la Dirección de los Servicios de Seguridad Privados. 

Prohíbese la existencia o el funcionamiento de grupos particulares armados, de cualquier índole, 

que no estén autorizados ni cumplan los requisitos ordenados por estas normas.” (Subrayado no 

corresponde al original). A su vez, debe tomarse en consideración el artículo 2, referido al ámbito 

de aplicación del cuerpo legal en comentario, al disponer que: “Estarán sujetos a la aplicación de 

esta Ley: / a) Las empresas de seguridad privada, es decir, las personas físicas o jurídicas de 

carácter privado dedicadas al adiestramiento, el transporte de valores, la prestación de servicios 

de custodia, la vigilancia, la protección de personas físicas o jurídicas y sus bienes, así como las 

personas físicas o jurídicas cuya actividad consista en la instalación, el mantenimiento y el 

monitoreo de sistemas y centrales de seguridad electrónica.” (Subrayado no corresponde al 

original). De lo hasta ahora indicado, destaca entonces que las empresas de seguridad privada 

pueden brindar los servicios de seguridad física, pero tales servicios pueden prestarse sólo previa 
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autorización de la Dirección de Servicios de Seguridad Privados y la ley delimita el ámbito de 

aplicación subjetivo, señalando que aplica a las empresas de seguridad privada dedicadas, entre 

otros, a la vigilancia. Destaca a su vez que incluso se prohíbe la existencia o funcionamiento de 

grupos particulares de cualquier índole que no estén autorizados ni cumplan los requisitos que 

impone la normativa de la ley No. 8395. Ello conduce a considerar que existen requisitos de 

carácter previo que han de ser cumplidos para obtener la autorización. Así, se tiene que el trámite 

de solicitud de la autorización en cuestión es regulado en el artículo 8 estableciendo que: “El 

director o la directora de los servicios de seguridad privados del Ministerio de Seguridad Pública 

resolverá la autorización para el funcionamiento de las personas físicas o jurídicas que deseen 

prestar sus servicios en alguna de las categorías comprendidas en el artículo 2 de esta Ley (…)”. 

Ello es reiterado en el Reglamento a la Ley de Servicios de Seguridad Privados No. 38088-SP, y 

destaca particularmente el artículo 61 referido a la citada autorización, el cual dispone: “Para 

obtener la autorización de la Dirección para el ejercicio de la seguridad privada, la empresa 

deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley y las disposiciones contenidas en este 

Reglamento. / Autorizada la empresa tramitará la inscripción de los agentes de seguridad que 

laborarán para ella.” También destaca el artículo 55 del mismo cuerpo reglamentario el cual 

establece: “Deberes, obligaciones y atribuciones de las empresas autorizadas. Las personas 

físicas o jurídicas deberán cumplir, según la categoría del servicio que prestan, las siguientes 

obligaciones: / (…)9) hacer constar en todos los documentos que emita la empresa, su 

autorización de funcionamiento otorgada por la Dirección (…)” Así, es claro que se trata de una 

autorización, una habilitación luego de haber cumplido ciertos requisitos verificados por la 

autoridad competente para que las empresas de seguridad privadas puedan brindar el servicio. 

Debe agregarse, que la ley en comentario, dispone en el artículo 55 la derogatoria de los artículos 

90 a 108 de la Ley General de Policía No. 7410 de 19 de mayo de 1994, sin embargo, el transitorio 

I estipula que: “Los servicios de seguridad privados regulados en el artículo 2º de esta Ley que, 

a la fecha de su entrada en vigencia se encuentren funcionando, tendrán un plazo de ciento 

ochenta días para cumplir los requisitos aquí establecidos o para completarlos (...)” (Subrayado 

no corresponde al original). Conviene indicar que la Ley No. 7410 derogada por la Ley No. 8395 

en comentario, en el título IV “Del Servicio Privado de Seguridad” también consideraba 

condiciones para la prestación del servicio, tales como el contar con la respectiva licencia del 

Ministerio de Seguridad Pública, y como requisito para prestar el servicio, la persona jurídica o 

física encargada de él debía obtener la correspondiente licencia que otorgaba el Ministerio de 

Seguridad Pública (artículos 92 y 96). Con lo cual, es claro que el ordenamiento jurídico incluso 
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antes de que entrara a regir la ley contemplaba tal habilitación en torno a los servicios de 

seguridad privados. (…) No obstante, en el caso que nos ocupa, el cumplimiento de la 

autorización y correspondiente inscripción de la empresa para brindar servicios de seguridad/ 

vigilancia privada no se trata solamente de un requisito cartelario –aunque el cartel en este caso 

sí lo estipula-, sino que trasciende la regulación particular del concurso ya que se trata de un 

requisito legal. (…) La regulación específica en materia de compras públicas, en su artículo 3 de 

la Ley de Contratación Administrativa (LCA) referido a régimen jurídico establece que: “La 

actividad de contratación administrativa se somete a las normas y los principios del ordenamiento 

jurídico administrativo”; estándose obligado así a cumplir con las disposiciones legales 

establecidas con ocasión de las particularidades del objeto contractual –seguridad y vigilancia-. 

Lo cierto es que es con la inscripción, es que existe certeza de que la empresa cumple los 

requisitos que incluso han de ser verificados por el Ministerio de Seguridad tal y como se observa 

en la propia ley en el artículo 8 referido al trámite de solicitud, como el practicar las inspecciones 

para constatar la ubicación de las instalaciones, inventario del armamento, municiones y equipo 

requerido para labores de seguridad, así como el comprobar la veracidad de los documentos 

presentados con la solicitud y verificar que las personas estén al día en sus obligaciones obrero 

patronales con la Caja Costarricense de Seguro Social, por citar algunos. Indiscutiblemente se 

trata de un acto de habilitación. Dicha autorización como acto administrativo favorable, amplía las 

facultades de la empresa, al habilitarle ejercer una labor específica, la de seguridad y vigilancia 

física, luego de haber cumplido ciertos requisitos; siendo que por la naturaleza propia de la 

autorización es a partir de ella que surten los efectos jurídicos de tal habilitación. La autorización 

debe ser previa, incluso bajo la lógica del artículo 145 de la Ley General de la Administración 

Pública. Sobre este punto conviene hacer referencia a la lógica de la autorización en los 

siguientes términos: “Es la autorización el acto con el cual la Administración confiere la potestad 

de ejercer derechos que ya existen en cabeza del administrado después de una apreciación 

discrecional sobre la oportunidad del ejercicio y su utilidad y de conformidad con el interés público 

(…) la autorización le permite ejercer los [derechos] que tiene, pero en imposibilidad de llevarlos 

a la práctica mientras no haya un control sobre la oportunidad de hacerlo. (…). Las actividades 

materiales sometidas a autorización, son generalmente las que afectan los intereses de la policía 

administrativa, orden, seguridad (…)”.(ORTIZ, Eduardo. Tesis de Derecho Administrativo II. 

Primera Edición. Editorial Stradtmann. San José. 2000. Páginas 401 y 402). A partir de todo lo 

dicho, no puede computarse experiencia obtenida en consorcio a favor de una empresa que no 

contaba con la correspondiente autorización, sino hasta tanto se encuentre habilitada y por lo 
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tanto, inscrita. Es decir, la experiencia propiamente en servicios de seguridad y vigilancia puede 

ser computada a partir de su inscripción ante el Ministerio de Seguridad habiendo cumplido los 

requisitos para ello, independientemente de la participación o aporte que eventualmente pudiese 

haber tenido actuando en forma consorciada con otra empresa. Una posición contraria conduciría 

a un absurdo, llevando a considerarle años de experiencia a una empresa por una actividad para 

la cual no está habilitada legalmente.”  (Los destacados son del original). Así las cosas, y de 

conformidad con el criterio emitido en la resolución citada se concluye que tratándose de servicios 

de seguridad y vigilancia la Administración únicamente puede reconocer experiencia a partir de 

la fecha de inscripción del oferente ante el Ministerio de Seguridad Pública. En el caso bajo 

análisis, se tiene por acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad 

Anónima aportó junto con su oferta una constancia emitida por la Dirección de Servicios de 

Seguridad Privados del Ministerio de Seguridad Pública en la cual se indica que dicha empresa 

“...se encuentra debidamente inscrita y autorizada por esta Dirección para brindar servicios de 

seguridad privados en las modalidades de Seguridad Física, Seguridad Eventos Masivos, 

Seguridad Electrónica, Investigación Privada, mediante resolución número 51-2016-DSSP-DRL, 

autorización que rige del 08 de abril de 2016 al 08 de abril de 2021. Mediante la certificación, 

firmada por el señor Ovidio Paniagua Ortiz, la empresa cuenta con un registro desde el 06 de 

diciembre de 1995.” (Hecho probado 2a) (el destacado no es del original). Como puede 

observarse, la constancia emitida por el Ministerio de Seguridad Pública acredita que la empresa 

Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima cuenta con un registro desde el 06 de 

diciembre de 1995, por lo tanto es criterio de esta División que la Administración únicamente le 

puede reconocer a dicho oferente experiencia a partir de esa fecha. Así las cosas, se declara con 

lugar el recurso en este aspecto. 3.b) Constancia emitida por el Instituto Costarricense de 

Acueductos y Alcantarillados: El apelante alega que la única contratación considerada por la 

Administración en el primer estudio ofertas fue la Licitación Pública 2018LN-00020-PRI y por 

preclusión procesal no puede valorarse nuevamente. También menciona que para los tres 

contratos siguientes la constancia no indica que los puestos fueran de 24 horas los 7 días de la 

semana, únicamente indica que fueron de 24 horas. Por tanto, no deben considerarse. La 

Administración manifiesta lo siguiente: sobre la etapa de preclusión procesal remite a lo indicado 

en los puntos anteriores; y sobre si se hace el señalamiento si son de 7 días a la semana, indica 

que el apelante busca confundir a la Administración y al órgano contralor; siendo que en la 

primera evaluación la Administración había considerado todos los procedimientos como un todo, 

sin embargo en la nueva evaluación y según señalamiento de este órgano, la Administración ha 

http://www.cgr.go.cr/


50 
 

Contraloría General de la República 

T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgrcr.go.cr 

 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 

 

 

separado y contabilizado individualmente los puestos registrados para cada procedimiento. El 

adjudicatario manifiesta que se le acredita la experiencia aportada en los procedimientos 2014LN-

000002-PRI y 2018CDM-00034-PRM ya que fueron servicios brindados en momentos diferentes 

y producto de licitaciones diferentes. Con respecto al nivel de satisfacción que no era implícito en 

la carta aportada junto con la oferta, y si bien ya quedó señalado por este órgano que prevalece 

el contenido sobre la forma, procede a adjuntar la carta que certifica que ambas contrataciones 

fueron valoradas como un servicio “BUENO”, cumpliendo con la solicitud del grado de 

satisfacción. Criterio de la División: En el caso bajo análisis, se tiene por acreditado que la 

empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima aportó junto con su oferta una 

constancia emitida por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (hecho probado 

2.b). También se tiene por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio 

del 2021, la Administración le reconoció a dicho oferente la carta del Instituto Costarricense de 

Acueductos y Alcantarillados con los siguientes puestos de resguardo: 75 puestos de la licitación 

2014LN-000002-PRI, 2 puestos de la contratación 2018CDM-00034-PRM y 79 puestos de la 

licitación 2018LN-000020-PRI (hecho probado 3). Ante ello el apelante expone dos argumentos, 

el primero es que la única contratación considerada por la Administración en el primer estudio de 

las ofertas fue la licitación pública 2018LN-000020-PRI, por lo tanto alega que dicha carta no 

puede valorarse nuevamente porque aplica la preclusión procesal. Al respecto, hemos de indicar 

que la preclusión procesal alegada en contra del nuevo estudio de las ofertas que realizó la 

Administración ya fue analizada en el punto II.1) de esta resolución, por lo tanto aplica lo ahí 

resuelto. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso en este aspecto. Como segundo 

argumento, el apelante alega que la constancia no indica que los puestos fueron de 24 horas los 

7 días a la semana, por lo tanto dichos puestos no pueden considerarse. Ante dicho argumento, 

esta División le consultó a la Administración que explicara cómo llegó a determinar que los 

puestos indicados en dicha carta y que corresponden a los concursos 2014LN-000002-PRI, 

2018CDM-00034-PRM y 2018LN-00020-PRI fueron puestos que se ejecutaron 7 días a la 

semana, y en respuesta a dicha audiencia la Administración remitió el oficio DAF-DPB-057-2021 

y en dicho documento brindó la siguiente explicación: “1. 2014LN-000002-PRI: Se aporta a la 

contestación de la presente audiencia, documento de cartel de la Licitación Pública Nacional No 

2014LN-000002-PRI – “Contratación de Servicios de Seguridad y Vigilancia en la Gran Área 

Metropolitana” (ver documento 2014LN-000002-PRI.PDF, folio 21). En ello se permite comprobar 

que los puestos del objeto del procedimiento son efectivamente “Puestos de 24/7”. (…)/  2. 

2018CDM-00034-PRM: Se aporta a la contestación de la presente audiencia, documento de 
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cartel de la Contratación Directa No 2018CDM-00034-PRM – “Contratación del Servicio de 

Vigilancia en Túnel Trasvase de Alcantarillado Sanitario y Edificio La Sabana” (ver documento 

CARTEL 2018CDM-00034-PRM.PDF, folio 13). En ello se permite comprobar que los puestos 

del objeto del procedimiento son efectivamente “Puestos de 24/7”. (...)/  3. 2018LN-000020-PRI: 

Se aporta a la contestación de la presente audiencia, documento de cartel de la Licitación Pública 

Nacional No 2018LN-000020-PRI – “Servicio de Seguridad y Vigilancia en los Edificios Sede 

Subgerencia Gestión Sistemas GAM (Autofores, Anexos y Parqueos), Edificio Puntos de 

Atención, Planteles, Tanque Portilla, Desarenador, Túnel Trasvase, Planta de Tratamiento y 

Estaciones de Bombeo” (ver documento 2018LN-000020-PRI (CARTEL).pdf, folio 28), así 

como, “FE DE ERRATAS” (ver documento 2018LN-000020-PRI (MODIFICACIONES).pdf, folio 

5). En ello se permite comprobar que los puestos del objeto del procedimiento son efectivamente 

“Puestos de 24/7”.” (ver documento registrado con el número de ingreso 28938-2021 en el 

expediente de la apelación). Como puede observarse, la Administración explicó cómo llegó a 

determinar que los puestos indicados en dicha carta y que corresponden a los concursos 2014LN-

000002-PRI, 2018CDM-00034-PRM y 2018LN-00020-PRI fueron puestos que se ejecutaron 7 

días a la semana, aclarando así el cuestionamiento del apelante. Ahora bien, esta División le 

otorgó audiencia especial a las partes para que se refieran a lo manifestado por la Administración 

en el oficio DAF-DPB-057-2021 del 04 de octubre del 2021 así como sus anexos, ante lo cual el 

apelante manifestó lo siguiente: “1. Carta de Acueductos y Alcantarillados/ Al parecer la 

Administración, sin solicitarle ninguna subsanación al adjudicatario y violentando el principio de 

igualdad de trato, se dispuso a investigar por su cuenta. Se insiste la Administración no requirió 

ninguna solicitud de subsanación a la adjudicataria./ Advertido lo anterior, se tiene que respecto 

a la Licitación N°2014LN-000002-PRI, del mismo extracto del cartel de la licitación que la 

Administración “pega” a la audiencia especial, se denota que NO todos los puestos son de 24/7, 

y que existen puestos de 12 horas, 9,5 horas y 8,5 horas por lo que resulta improcedente 

considerarle la totalidad de los puestos como puestos de 24/7 por lo cual no debe de considerarse 

la cantidad de 75 puestos como pretende la Administración./ Sobre el particular, no se evidencia 

por tanto la razón la cuál la Administración le considera 75 puestos de 24/7./ En cuanto a la 

licitación N°2018LN-000020-PRI, del extracto incorporado por la Administración al contestar la 

audiencia especial claramente se denota que únicamente es 1 puesto de 24/7 y no 79 puestos 

como pretende hacer ver la adjudicataria y la Administración.” (ver documento registrado con el 

número de ingreso 29302-2021 en el expediente de la apelación). Al respecto, hemos de indicar 

que los argumentos del apelante no son de recibo por los siguientes aspectos: la Administración 
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tiene la facultad de verificar la información aportada por los oferentes, lo cual fue expresamente 

establecido en el cartel de este concurso, concretamente en factor de evaluación denominado 

“2.3 Cantidad de Puestos Resguardo” en donde se indicó “El Colegio Universitario de Limón, se 

reserva el derecho de verificar cada referencia.”, por lo tanto, el hecho de que la Administración 

haya investigado por su cuenta la información referente a la carta mencionada es válido, y no 

constituye por sí mismo ninguna violación al principio de igualdad de trato como erróneamente lo 

considera el apelante. Por lo tanto, se declara sin lugar el recurso en este aspecto. Con respecto 

a la licitación pública 2014LN-000002-PRI, el apelante alega que no todos los puestos son de 

24/7, y que existen puestos de 12 horas, de 9,5 horas y de 8,5 horas, por lo cual resulta 

improcedente considerare la totalidad de los puestos como puestos de 24//, sin embargo, es lo 

cierto que la carta aportada por el Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima 

indica expresamente que “La cantidad de puestos adjudicados fue de 88 puestos de los cuales 

75 son de 24 horas, 4 de 12 horas, 6 de 9,5 horas y 3 de 8,5 horas.” (hecho probado 2b), y la 

Administración le reconoció al oferente 75 puestos de 24/7 de la licitación pública 2014LN-

000002-PRI (hecho probado 3), con lo cual queda en evidencia que en lo que respecta a esta 

licitación únicamente le reconoció los 75 puestos de 24/7, tal y como lo acredita la carta 

mencionada. Ahora bien, si el apelante consideraba que la Administración no debía reconocer 75 

puestos de 24 horas, le correspondía al apelante explicar y acreditar por qué la información 

contenida en dicha carta estaba incorrecta, y explicar cuántos eran los puestos de 24/7 que sí se 

podían reconocer, nada de lo cual hizo el apelante, careciendo así su argumento de la debida 

fundamentación que exige el artículo 185 del RLCA. En razón de lo expuesto, se declara sin lugar 

el recurso en este aspecto. Con respecto a la licitación pública 2018LN-000020-PRI, el apelante 

alega que del extracto incorporado por la Administración al contestar la audiencia especial se 

denota que únicamente es 1 puesto de 24/7 y no 79 puestos, sin embargo la carta aportada por 

el Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima indica expresamente que “La 

cantidad de puestos adjudicados es de 92 puestos de los cuales 79 son de 24 horas, 1 de 12 

horas, 9 de 9,5 horas y 3 de 8,5 horas.” (hecho probado 2b), y en el archivo aportado por la 

Administración denominado “2018LN-000020-PRI (MODIFICACIONES)” se observa que 

contiene la Circular 1 a la Licitación Pública Nacional 2018LN-000020-PRI del ICAA, y en dicho 

documento se indica -entre otras cosas-  lo siguiente: “El Instituto costarricense de Acueductos y 

Alcantarillados (AyA), cédula jurídica No. 4-000-042138, comunica a todos los interesados en 

participar en la Licitación arriba indicada, que se realizan las siguientes aclaraciones y 

modificaciones al pliego cartelario: (...)/  3. En el Volumen N°2, Términos de Referencia se debe 
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modificar el título y la descripción de la cantidad de puestos, quedando dela siguiente manera:/ 

‘Servicio de Seguridad y Vigilancia en los Edificios Sede Subgerencia Gestión Sistemas GAM 

(Autofores, Anexos y Parqueos), Edificio Sabana, Puntos de Atención, Planteles, Tanque Portilla, 

Desarenador, Túnel de Trasvase, Plantas de Tratamiento y Estaciones de Bombeo’/ Se requiere 

contratar 92 puestos de vigilancia divididos en 79 puestos de veinticuatro horas, 3 de ocho horas 

y media, 9 de nueve horas y media y 1 de doce horas.” (ver documento registrado con el número 

de ingreso 28938-2021 ADJUNTO en el expediente de la apelación). Así las cosas, y de 

conformidad con la información aportada, se observa que la licitación 2018LN-000020-PRI 

contenía 79 puestos de 24/7, sin que el apelante haya aportado ningún documento probatorio 

que desacredite dicha información. En razón de lo expuesto, se declara sin lugar el recurso en 

este aspecto. 3.c) Constancia emitida por el Registro Nacional: El apelante alega lo siguiente: 

i) que por preclusión procesal no puede valorarse nuevamente dicha carta; ii) que la contratación 

efectuada del 1 de enero de 1990 al 4 de abril de 2013 no puede considerarse ya que inició su 

ejecución previa a que la empresa Consorcio Información y Seguridad contara con la inscripción 

ante el Ministerio de Seguridad Pública, por lo tanto, no es experiencia positiva; iii) con respecto 

al procedimiento 2016LN-000009-0005900001 indica que la interpretación de la Administración 

es completamente infundada, ya que es una única contratación producto del procedimiento 

2016LN-000009-0005900001 y las prórrogas no son contrataciones independientes; además, lo 

que se indica en la constancia es que la Administración modificó el contrato disminuyendo la 

cantidad de puestos, no que hubo otra contratación, por lo tanto solo deben computarse 19 

puestos de 24/7. La Administración remite a lo  referido en puntos anteriores con respecto a la 

preclusión procesal, a la consideración de contratos emitidos de un mismo procedimiento 

contractual y la supuesta ilegalidad para validar los años de experiencia fuera del alcance de la 

Ley 8395. El adjudicatario manifiesta que en el primer análisis la Administración no la consideró 

por no ser implícita la información del monto, pero para este nuevo análisis la Administración 

reconoce que representa una característica de forma, y con respecto al grado de satisfacción la 

Administración reconoce su error, siendo que esta información se visualizaba en la segunda 

página de la carta, al igual que el monto. Criterio de la División: En el caso bajo análisis, se 

tiene por acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima 

aportó junto con su oferta una constancia emitida por el Registro Nacional la cual acredita 

experiencia desde el año 1990 (hecho probado 2c). También se tiene por acreditado que 

mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021, la Administración le reconoció 

a dicho oferente la carta del Registro Nacional, tanto en la tabla de experiencia del oferente como 
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para  los puestos de resguardo (hecho probado 3). Ante ello el apelante expone tres argumentos, 

el primero es que dicha carta no puede valorarse nuevamente porque aplica la preclusión 

procesal. Al respecto, hemos de indicar que la preclusión procesal alegada en contra del nuevo 

estudio de las ofertas que realizó la Administración ya fue analizada en el punto II.1) de esta 

resolución, por lo tanto aplica lo ahí resuelto. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso en 

este aspecto. Como segundo argumento, el apelante alega que la contratación efectuada del 1 

de enero de 1990 al 4 de abril de 2013 no puede considerarse ya que inicio su ejecución previa 

a que la empresa Consorcio Información y Seguridad contara con la inscripción ante el Ministerio 

de Seguridad Pública, por lo tanto, no es experiencia positiva. Al respecto hemos de indicar que 

este tema ya fue analizado en el punto 3a) de esta resolución, por lo tanto aplica lo ahí resuelto. 

En consecuencia, se declara parcialmente con lugar el recurso en este aspecto. Como tercer 

argumento, el apelante alega que la interpretación que hace la Administración de la resolución R-

DCA-00716-2021 es completamente infundada, ya que reconoce dos veces la licitación pública 

2016LN-000009-0005900001 sin embargo las prórrogas no son contrataciones independientes, 

por lo que solamente deben computarse 19 puestos. Al respecto, se tiene por acreditado que en 

lo que respecta a la licitación 2016LN-000009-0005900001, la carta aportada indica que el 

contrato “...tiene vigencia por un año con 3 prórrogas, con fecha de inicio el 06 de abril del 2017. 

En sus inicios se contó con 33 puestos de seguridad con horario de las 7 a las 17 horas y 19 

puestos de 24 horas todos los días, para un total de 100 oficiales. En diciembre 2020, se procedió 

con una modificación unilateral en aplicación del artículo 208 (RLCA) por disminución, quedando 

esta licitación con 17 puestos de 24 horas y 23 puestos con horario de las 7 a 17 horas, para un 

total de 83 oficiales.” (hecho probado 2c). Como puede observarse, la carta explica que la 

licitación 2016LN-000009-0005900001 inició el 05 de abril del 2017 con 19 puestos de 24 horas 

todos los días, y que en diciembre del 2020 se realizó una modificación unilateral del contrato por 

disminución, quedando la licitación con 17 puestos de 24 horas, sin embargo, para los puestos 

de resguardo, la Administración le reconoció al Consorcio de Información y Seguridad S.A., la 

licitación 2016LN-000009-0005900001 dos veces, distribuidas de la siguiente manera: 19 puestos 

del 5/4/2017 al 1/12/2020 y 17 puestos del 1/12/2020 en adelante (hecho probado 3). Ahora bien, 

la Administración justifica su actuación de la siguiente manera: “Primeramente, sobre el tema 

extra-cartelario, efectivamente así como el cartel no realizó señalamiento sobre la contabilización 

de puestos de 24/7 de procedimientos diferentes, tampoco hace un señalamiento que los 

procedimientos prorrogados deban de igual forma considerarse por separado o no. Ante la 

ausencia de una condición cartelaria, y considerando que podrá ser un mismo procedimiento que 
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se ejecutan bajo contratos diferentes ya sean por prorrogas, ampliación o disminución, la 

Administración se encuentra evaluando estos por separado; en el caso de Consorcio incluso se 

variaron las condiciones contractuales, por tanto, no es el mismo contrato.” (ver documento 

registrado con el número de ingreso 24528-2021 en el expediente de la apelación). Como puede 

observarse, la Administración justifica su actuación en el hecho de que como el cartel no hizo 

señalamiento de que los procedimientos prorrogados puedan considerarse por separado o no, 

ella determinó que si resulta factible evaluar las prórrogas por separado, sin embargo, debe 

tenerse presente que el cartel fue claro en establecer que el parámetro para reconocer la 

experiencia era la “cantidad de puestos de resguardo con turnos 24/7”, ello en los siguientes 

términos: “2.3 Cantidad de Puestos Resguardo (10%): Se evaluará la experiencia comprobable 

a partir de la cantidad de “puestos de resguardo” con turnos 24/7 atendidos en los últimos 5 años; 

esto permitirá dimensionar la experiencia del oferente en la prestación de los servicios similares 

al objeto contractual, a partir de las cartas/certificaciones de servicios emitidas por instituciones 

públicas y privadas (solicitadas en el punto 3, del Requisito de Admisibilidad). Se calificarán 

únicamente las ofertas que hayan prestado servicios de vigilancia y seguridad en instalaciones 

públicas y privadas con características administrativas y operativas al objeto contractual de 

este procedimiento. Al oferente con mayor cantidad de puesto de resguardo se le asignará 

10%….” (ver documento en el punto 2. Información de Cartel, acceso denominado “2021LN-

000001-0005000001 [Versión Actual], página denominada “Detalles del concurso”, renglón 

denominado “F.Documento del cartel”, en el expediente del concurso en el Sistema Integrado de 

Compras Públicas SICOP);  sin embargo en el caso de la licitación  2016LN-000009-0005900001 

se tiene que tanto el contrato original como la modificación se refieren a un mismo concurso y por 

lo tanto se trata del mismo servicio y de los mismos puestos de resguardo. En consecuencia, es 

criterio de esta División que resulta improcedente reconocer como una contratación 

independiente la modificación unilateral realizada a la licitación 2016LN-000009-0005900001, ya 

que la prestación de los servicios del contrato original y de la modificación contemplan los mismos 

puestos de resguardo y no puestos diferentes. También conviene aclarar que en la resolución R-

DCA-00716-2021 este órgano contralor lo que permitió fue reconocer experiencia “producto de 

licitaciones diferentes, y por lo tanto se debe analizar la experiencia de ambas licitaciones por 

separado”, situación que no aplica a la modificación unilateral expuesta en la licitación 2016LN-

000009-0005900001, ya que -repetimos- tanto el contrato original como la modificación acreditan 

los mismos puestos. Por lo tanto, se declara con lugar el recurso en este aspecto. 3.d) 

Constancia emitida por el INA: El apelante alega que existe preclusión procesal y no debió 
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modificarse la primera valoración; además no hay documentación nueva aportada, y que la 

constancia no permite acreditar cuál fue el plazo de las contrataciones directas consideradas por 

la Administración para identificar si al menos fueron por un año para ser considerada como similar 

al objeto de la contratación que se recurre. La Administración manifiesta que sobre la etapa de 

preclusión procesal ya se ha referido en puntos anteriores, de igual forma, sobre la solicitud de 

información adicional. En cuanto al plazo de las contrataciones directas consideradas por la 

Administración indica que no entiende el argumento del apelante, ya que la certificación señala 

que la contrataciones finalizaron el 31/03/2017; se certifican tres  procedimientos de contratación 

que inician de forma consecutiva (una después de la otra) entre el 15 de noviembre del 2015 al 

31 de marzo del 2017, cada contratación con 20 puestos de 24/7, lo que para efectos de 

evaluación corresponde a una sumatoria de 60 puestos de 24/7. También explica que el término 

“similar al objeto de contratación” no está determinado por el plazo de contratación, sino por las 

especificaciones técnicas, tal como señala el cartel. El adjudicatario manifiesta que según lo 

resuelto por este órgano contralor se deben considerar servicios brindados en momentos 

diferentes y producto de licitaciones diferentes, procede la administración a revaluar nuestra 

carta, considerando las contrataciones 2016CD-000141-01, 2016CD-000167-01 y 2016CD-

000164-01, descritas en la certificación. Las tres contrataciones antes descritas, contaron cada 

una con 20 puestos de seguridad las 24 horas, para un total de 60 puestos. Además, la 

Administración evalúa esta carta considerando lo señalado por el órgano contralor de mantener 

el contenido sobre la forma, razón por lo que la Administración en su nuevo análisis acepta el 

grado de satisfacción que se señala al final de la certificación donde menciona de forma general 

que todos los servicios fueron excelentes. Criterio de la División: en el caso bajo análisis se 

tiene por acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima 

aportó junto con su oferta una constancia emitida por el Instituto Nacional de Aprendizaje (hecho 

probado 2d). También se tiene por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 

19 de julio del 2021, la Administración le reconoció a dicho oferente la carta del Instituto Nacional 

de Aprendizaje con los siguientes puestos de resguardo: 20 puestos de la contratación 2016CD-

000141-01, 20 puestos de la contratación 2016CD-000167-01 y 20 puestos de la contratación 

2016CD-000164-01 (hecho probado 3). Ante ello el apelante expone dos argumentos, el primero 

es que existe la preclusión procesal y por lo tanto no debió modificarse la primera valoración. Al 

respecto, hemos de indicar que la preclusión procesal alegada en contra del nuevo estudio de las 

ofertas que realizó la Administración ya fue analizada en el punto II.1) de esta resolución, por lo 

tanto aplica lo ahí resuelto. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso en este aspecto. 

http://www.cgr.go.cr/


57 
 

Contraloría General de la República 

T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgrcr.go.cr 

 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 

 

 

Como segundo argumento, el apelante alega que la constancia aportada no permite acreditar 

cuál fue el plazo de las contrataciones directas consideradas por la Administración para identificar 

si al menos fueron por un año para ser considerada como similar al objeto de la contratación que 

se recurre. Al respecto, debe tenerse presente que la cláusula del cartel que otorga calificación a 

los puestos de resguardo establece lo siguiente: “2. FACTOR EXPERIENCIA (30%): (...)/ 2.3 

Cantidad de Puestos Resguardo (10%): Se evaluará la experiencia comprobable a partir de la 

cantidad de “puestos de resguardo” con turnos 24/7 atendidos en los últimos 5 años; esto 

permitirá dimensionar la experiencia del oferente en la prestación de los servicios similares al 

objeto contractual, a partir de las cartas/certificaciones de servicios emitidas por instituciones 

públicas y privadas (solicitadas en el punto 3, del Requisito de Admisibilidad). Se calificarán 

únicamente las ofertas que hayan prestado servicios de vigilancia y seguridad en instalaciones 

públicas y privadas con características administrativas y operativas al objeto contractual de 

este procedimiento. Al oferente con mayor cantidad de puesto de resguardo se le asignará 

10%. Las ofertas serán calificadas con la siguiente ecuación.  

 

 

 

Las referencias aportadas deberán contemplar lo siguiente:/ Nombre de la empresa o institución, 

número de teléfono, dirección exacta y nombre de la persona a quién se le pueda solicitar 

información, con respecto a la calidad del servicio y grado de satisfacción de la vigilancia recibida./ 

Las referencias deben ser de empresas o instituciones a quienes se les haya brindado este 

servicio en los últimos cinco años. El Colegio Universitario de Limón, se reserva el derecho de 

verificar cada referencia./ Dichas cartas deberán de presentarse con FIRMA DIGITAL, en caso 

de presentarse copia de cartas con firma estampada de puño y letra en físico este deberán SER 

CERTIFICADAS POR NOTARIO PÚBLICO./  La Administración acreditará experiencia 

comprobada en la prestación de servicios afines a las especificaciones técnicas del 

presente procedimiento, se considerarán proyectos similares, aquellos proyectos de área 

de aplicación/especialización o costo igual o superior al objeto contractual.” (los 

destacados son del original) (ver documento en el punto 2. Información de Cartel, acceso 

denominado “2021LN-000001-0005000001 [Versión Actual], página denominada “Detalles del 

concurso”, renglón denominado “F. Documento del cartel”, en el expediente en el Sistema 

Integrado de Compras Públicas SICOP). Como puede observarse, la cláusula del cartel no 

establece que para reconocer los puestos de resguardo se debía acreditar que dichos servicios 
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fueron prestados en un plazo mínimo de un año, como lo alega el apelante, careciendo así su 

argumento de la debida fundamentación. Por lo tanto, se declara sin lugar por falta de 

fundamentación el recurso en este aspecto. 3.e) Constancia emitida por el Museo Nacional: 

el apelante alega que existe preclusión procesal y no debió modificarse la primera valoración, 

además no hay documentación nueva aportada. La Administración manifiesta que sobre la etapa 

de preclusión procesal ya se ha referido en puntos anteriores. El adjudicatario manifiesta que 

según lo señalado por el órgano en cuanto a la aceptación de servicios brindados en momentos 

diferentes y producto de licitaciones diferentes, es que la Administración en su nuevo análisis 

contabiliza la experiencia de la contratación descrita en la carta, bajo el número 2014LN-000001- 

99999 y que acredita 5 puestos 24 horas. Criterio de la División: en el caso bajo análisis se 

tiene por acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima 

aportó junto con su oferta una constancia emitida por el Museo Nacional (hecho probado 2e). 

También se tiene por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 

2021, la Administración le reconoció a dicho oferente la carta del Museo Nacional con los 

siguientes puestos de resguardo: 5 puestos de la licitación 2014LN-000001-99999 y 5 puestos 

de la licitación 2018LN-000001-99999 (hecho probado 3). Ante ello el apelante alega que existe 

la preclusión procesal y por lo tanto no debió modificarse la primera valoración. Al respecto hemos 

de indicar que la preclusión procesal alegada en contra del nuevo estudio de las ofertas que 

realizó la Administración ya fue analizada en el punto II.1) de esta resolución, por lo tanto aplica 

lo ahí resuelto. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso en este aspecto. 3.f) Constancia 

emitida por el INA: el apelante alega que existe preclusión procesal y no debió modificarse la 

primera valoración; además no hay documentación nueva aportada. La Administración manifiesta 

que sobre la etapa de preclusión procesal ya se ha referido en puntos anteriores. El adjudicatario 

manifiesta que según lo señalado por este órgano en cuanto a la aceptación de servicios 

brindados en momentos diferentes y producto de licitaciones diferentes, es que la Administración 

agrega a su evaluación las contrataciones 2013LN-000001-02, 2011LN-000002-02 y 2011LN-

000003-02. Criterio de la División: en el caso bajo análisis se tiene por acreditado que la 

empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima aportó junto con su oferta una 

constancia emitida por el Instituto Nacional de Aprendizaje (hecho probado 2.f). También se tiene 

por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021, la 

Administración le reconoció a dicho oferente la carta del Instituto Nacional de Aprendizaje con los 

siguientes puestos de resguardo: 5 puestos de la licitación 2013LN-000001-02, 5 puestos de la 

licitación 2018LN-000001-02, 2 puestos de la licitación 2016LN-000002-02, 4 puestos de la 
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licitación 2011LN-000002-02, 2 puestos de la licitación 2011LN-000003-02, 4 puestos de la 

licitación 2016LN-000001-02 (hecho probado 3). Ante ello el apelante alega que existe la 

preclusión procesal y por lo tanto no debió modificarse la primera valoración. Al respecto hemos 

de indicar que la preclusión procesal alegada en contra del nuevo estudio de las ofertas que 

realizó la Administración ya fue analizada en el punto II.1) de esta resolución, por lo tanto aplica 

lo ahí resuelto. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso en este aspecto. 3.g) Constancia 

emitida por el CONARE: el apelante alega que nuevamente existe preclusión procesal y no 

debió modificarse la primera valoración. Además, no hay documentación nueva aportada. La 

Administración manifiesta que sobre la etapa de preclusión procesal ya se ha referido en puntos 

anteriores. El adjudicatario manifiesta que en el caso de esta experiencia, inicialmente no se le 

valoró por cuanto la carta no indicaba el monto de la contratación, sin embargo, según lo resuelto 

por este órgano contralor donde se debe mantener el contenido sobre la forma, es que procede 

la Administración a contemplarla para la nueva evaluación. Además adjunta facturas y orden de 

compra donde se corrobora el monto de las contrataciones y se cumple con la condición 

cartelaria. Criterio de la División: en el caso bajo análisis se tiene por acreditado que la empresa 

Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima aportó junto con su oferta una 

constancia emitida por el Consejo Nacional de  Rectores (hecho probado 2.g). También se tiene 

por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio del 2021, la 

Administración le reconoció a dicho oferente la carta del Consejo Nacional de Rectores con los 

siguientes puestos de resguardo: 3 puestos de la licitación 2019LN-000001-CNR, 3 puestos de 

la licitación 2014LN-000001-CNR, 5 puestos de la licitación 2012LN-000001-CNR (hecho 

probado 3). Ante ello el apelante alega que existe la preclusión procesal y por lo tanto no debió 

modificarse la primera valoración. Al respecto hemos de indicar que la preclusión procesal 

alegada en contra del nuevo estudio de las ofertas que realizó la Administración ya fue analizada 

en el punto II.1) de esta resolución, por lo tanto aplica lo ahí resuelto. En consecuencia, se declara 

sin lugar el recurso en este aspecto. 3.h) Constancia emitida por la CCSS: el apelante alega 

que ninguno de los puestos se prestó 24 horas los 7 días de la semana, ya que claramente se 

indica de L-V, por lo que no deben ser considerados. La Administración manifiesta que el apelante 

busca confundir a la Administración y al órgano contralor; siendo que en la primera evaluación la 

Administración había considerado todos los procedimientos como un todo, sin embargo en la 

nueva evaluación y según señalamiento de este órgano, la Administración ha separado y 

contabilizado individualmente los puestos registrados para cada procedimiento. El adjudicatario 

no se refirió a este aspecto. Criterio de la División: en el caso bajo análisis se tiene por 
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acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima aportó junto 

con su oferta una constancia emitida por la Caja Costarricense de Seguro Social (hecho probado 

2.h). También se tiene por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio 

del 2021, la Administración le reconoció a dicho oferente la carta de la Caja Costarricense de 

Seguro Social  (CCSS) con los siguientes puestos de resguardo: 5 puestos de la licitación 

2016LN-000001-9121 (hecho probado 3). Ante ello, el apelante alega que ninguno de los puestos 

se prestó 24 horas los 7 días de la semana, ya que claramente se indica de L-V, por lo que no 

deben ser considerados. Ante dicho argumento, esta División le consultó a la Administración que 

explicara cómo llegó a determinar que los puestos indicados en dicha carta y que corresponden 

al concurso 2016LN-000001-9121 fueron puestos que se ejecutaron 7 días a la semana, y en 

respuesta a dicha audiencia la Administración remitió el oficio DAF-DPB-057-2021 y en dicho 

oficio brindó la siguiente explicación: “1. 2016LN-000001-9121: Se aporta a la contestación de la 

presente audiencia, documento de contrato 2017-000001 – “Contrato de Servicios de Seguridad 

y Vigilancia a la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social” (ver 

documento CCSS GERENCIA PENSIONES, folio 5). En ello se permite comprobar que los 

puestos del objeto del procedimiento son efectivamente “Puestos de 24/7”.” (ver documento 

registrado con el número de ingreso 28938-2021 en el expediente de la apelación). Como puede 

observarse, la Administración explicó cómo llegó a determinar que los puestos indicados en dicha 

carta y que corresponden al concurso 2016LN-000001-9121 fueron puestos que se ejecutaron 7 

días a la semana, aclarando así el cuestionamiento del apelante. Ahora bien, esta División le 

otorgó audiencia especial a las partes para que se refieran a lo manifestado por la Administración 

en el oficio DAF-DPB-057-2021 del 04 de octubre del 2021 así como sus anexos, ante lo cual el 

apelante manifestó lo siguiente: “2. Carta de la CCSS/ En relación con la contestación de la 

Administración se denota claramente la violación al principio de igualdad de trato al momento de 

análisis de las ofertas, por cuanto al igual que en la carta del MEP presentada por mi representada 

y que ha sido objeto del recurso de apelación, en el contrato de servicios de la gerencia de 

pensiones NO se indica expresamente que son puestos de 24/7 sino que se indica el 

horario/turnos en los que se presta el servicio./ No obstante, para la Administración en el caso de 

la Adjudicataria si se da por satisfecha, pero en el caso de mi representada no lo admite, lo que 

evidencia que ante iguales condiciones, existe un trato diferente.” (ver documento registrado con 

el número de ingreso 29302-2021 en el expediente de la apelación). Al respecto, hemos de indicar 

que los argumentos del apelante no son de recibo ya que en el caso de los servicios prestados 

por el apelante al MEP y los servicios prestados por el adjudicatario a la CCSS no se está ante 
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igualdad de condiciones por las siguientes razones: tal y como se indicó al momento de analizar 

la información de la constancia emitida por el Ministerio de Educación Pública aportada por el 

apelante, en dicha constancia no se acredita que los puestos de seguridad brindados en el Edificio 

Bodegas La Uruca y en el Edificio Bodega Uruca (Monitoreo) y que se identifican de lunes a 

domingo de 6:00 am a 6:00 pm son los mismos puestos de seguridad brindados de lunes a 

domingo de 6:00 pm a 6:00 am, información necesaria para poder concluir sin duda alguna que 

se trata de los mismos puestos de seguridad y por lo tanto poder validar que son puestos de 24 

horas; por su parte, en el caso de los servicios de seguridad y vigilancia brindados por la 

adjudicataria a la CCSS producto de la licitación 2016LN-000001-9121, se observa en la copia 

del contrato aportado por la Administración se evidencia que la sumatoria de los horarios de 05:00 

a 11:00, de 11:00 a 17:00, de 17:00 a 23:00 de 23:00 a 05:00 corresponden a un puesto en 

específico, sea 1 puesto denominado “Charlie-1 Entrada Principal” en el Edificio Jorge Debravo, 

1 puesto denominado “Charlie-2 Recorridos, Relevos y coordinación” en el Edificio Jorge 

Debravo, 1 puesto denominado “Charlie-5 Entrada Principal y Recorridos” en Mobiflex, 1 puesto 

denominado “Charlie-6 Entrada Principal y Recorridos” en Casa Club Saprissa, 1 puesto 

denominado “Charlie-8 Recorridos y Relevo” en Dirección Calificación de la Invalidez (ver 

documento registrado con el número de ingreso 28939-2021 ADJUNTO en el expediente de la 

apelación), todo lo cual permite determinar si duda alguna que la sumatoria de todos los horarios 

mencionados de 05:00 a 11:00, de 11:00 a 17:00, de 17:00 a 23:00 de 23:00 a 05:00 

corresponden a un puesto en específico de 24 horas. Por lo tanto, se declara sin lugar el recurso 

en este aspecto. 3.i) Constancia emitida por eI IAFA: el apelante alega que existe preclusión 

procesal y no debió modificarse la primera valoración. Además, alega que la Administración está 

duplicando el puntaje valorando dos veces la misma contratación 2017LA-00037-001040001. La 

Administración manifiesta que sobre la etapa de preclusión procesal ya se ha referido en puntos 

anteriores, así como la consideración de contratos emitidos de un mismo procedimiento 

contractual. El adjudicatario manifiesta que inicialmente la Administración no la consideró por el 

supuesto faltante de la indicación del monto, y en vista a lo resuelto por este órgano contralor, 

que se debe mantener el contenido sobre la forma, es que la Administración procede a 

considerarla en este nuevo análisis, sin embargo, aclara que desde un inicio la carta presentada 

junto con la oferta si contaba con esta información. Criterio de la División: en el caso bajo 

análisis se tiene por acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad 

Anónima aportó junto con su oferta copia de un contrato suscrito con el Instituto sobre 

Alcoholismo y Farmacodependencia producto de la licitación 2017LA-000037-0010400001 
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(hecho probado 2i). También se tiene por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 

del 19 de julio del 2021, la Administración le reconoció a dicho oferente el contrato del IAFA con 

los siguientes puestos de resguardo: 5 puestos de la licitación 2017LA-000037-0010400001 con 

fechas del 1/3/2018 al 1/03/2019 y 5 puestos de la licitación 2017LA-000037-0010400001 con 

fechas del 1/3/2019 al 1/03/2020 (hecho probado 3). Ante ello el apelante expone dos 

argumentos, el primero es que dicha experiencia no puede valorarse nuevamente porque aplica 

la preclusión procesal. Al respecto hemos de indicar que la preclusión procesal alegada en contra 

del nuevo estudio de las ofertas que realizó la Administración ya fue analizada en el punto II.1) 

de esta resolución, por lo tanto aplica lo ahí resuelto. En consecuencia, se declara sin lugar el 

recurso en este aspecto. Como segundo argumento, el apelante alega que la Administración está 

duplicando el puntaje valorando dos veces la misma contratación. Al respecto, efectivamente se 

observa que la Administración está valorando dos veces los puestos de resguardo de la licitación 

2017LA-000037-0010400001, lo cual resulta improcedente, ya que tanto el contrato original como 

las prórrogas se refieren a un mismo concurso y por lo tanto se trata del mismo servicio y de los 

mismos puestos. También conviene aclarar que en la resolución R-DCA-00716-2021 este órgano 

contralor lo que permitió fue reconocer experiencia “producto de licitaciones diferentes, y por lo 

tanto se debe analizar la experiencia de ambas licitaciones por separado”, situación que no aplica 

a las prórrogas de un mismo concurso, ya que tanto el contrato original como las prórrogas 

acreditan los mismos puestos. Por lo tanto, se declara con lugar el recurso en este aspecto. 3.j) 

Constancia emitida por el INA: el apelante alega que existe preclusión procesal y no debió 

modificarse la primera valoración. La Administración manifiesta que sobre la etapa de preclusión 

procesal ya se ha referido en puntos anteriores. El adjudicatario manifiesta que  según lo resuelto 

por este órgano contralor donde se debe mantener el contenido sobre la forma, es que la 

Administración en el nuevo análisis procede a sumar los 7 puestos de este contrato. Que si bien 

la carta aportada no indicaba el monto de la contratación, con la presentación del contrato su 

representada respalda esta información. Criterio de la División: en el caso bajo análisis se tiene 

por acreditado que la empresa Consorcio de Información y Seguridad Sociedad Anónima aportó 

junto con su oferta una constancia emitida por el Instituto Nacional de Aprendizaje (hecho probado 

2.j). También se tiene por acreditado que mediante la resolución R-DPB-002-2021 del 19 de julio 

del 2021, la Administración le reconoció a dicho oferente la carta del Instituto Nacional de 

Aprendizaje con los siguientes puestos de resguardo: 7 puestos de la licitación 2011LN-000002-

03 (hecho probado 3). Ante ello el apelante alega que existe la preclusión procesal y por lo tanto 

no debió modificarse la primera valoración. Al respecto hemos de indicar que la preclusión 
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procesal alegada en contra del nuevo estudio de las ofertas que realizó la Administración ya fue 

analizada en el punto II.1) de esta resolución, por lo tanto aplica lo ahí resuelto. En consecuencia, 

se declara sin lugar el recurso en este aspecto. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

191 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se omite pronunciamiento sobre 

otros aspectos debatidos en el trámite del recurso por carecer de interés práctico.-------------------- 

POR TANTO 

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 85 y siguientes de la Ley de 

Contratación Administrativa, 182 y siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación 

Administrativa, se resuelve: 1) DECLARAR PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso de 

apelación interpuesto por la empresa SEGURIDAD Y VIGILANCIA SEVIN LIMITADA en contra 

del acto de readjudicación de la LICITACIÓN PÚBLICA 2021LN-000001-0005000001 promovida 

por el COLEGIO UNIVERSITARIO DE LIMÓN para la contratación de servicios de seguridad y 

vigilancia de instalaciones administrativas y operativas, acto recaído a favor de la empresa 

CONSORCIO DE INFORMACIÓN Y SEGURIDAD SOCIEDAD ANÓNIMA, por un monto de 

¢408.511.553,14, acto el cual se anula. 2) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de 

la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa.------------------------- 

NOTIFÍQUESE.----------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

  

 

 

 

  

Roberto Rodríguez Araica  
Gerente de División  

    

      Alfredo Aguilar Arguedas 
       Gerente Asociado a.i. 

                  Elard Ortega Pérez 
                 Gerente Asociado 
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